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nada que

CELEBRAR
Informe de derechos humanos de personas lesbianas, gays, 
bisexuales y trans en colombia 2020





Ante el anuncio de la reducción histórica de la tasa de homicidios, surgieron 
varias críticas desde distintos sectores de la sociedad, pero dos fueron 
especialmente relevantes. Por un lado, para algunos expertos en seguridad esta 
disminución no fue una respuesta a la implementación efectiva de programas 
estatales para mitigar esta violencia ni a planes estratégicos destinados a 
desmantelar bandas criminales, sino que está directamente relacionada con 
las cuarentenas obligatorias que estableció el Gobierno para afrontar la 
pandemia del COVID-194. Por el otro, organizaciones de derechos humanos 
y organismos internacionales advirtieron que ese año continuó agravándose 
la situación humanitaria del país debido al aumento significativo del número 
de masacres (principalmente en regiones caracterizadas por una limitada 
presencia estatal y fuerte actuación de grupos armados)5 y al aumento de los 
asesinatos de líderes sociales y personas defensoras de derechos humanos 
(los cuales aumentaron en un 56% en los primeros meses del año)6.

4	  Fundación Ideas para la Paz, ¿Cómo se comporta el delito en época de confinamiento?. Disponible 
en: http://ideaspaz.org/media/website/document/5f6bb919765d9.pdf 
5	  Comisión Interamericana de Derechos Humanos, “La CIDH expresa su preocupación por el incre-
mento de la violencia en Colombia en territorios con presencia de grupos armados ilícitos”, 13 de octu-
bre. Disponible en:  https://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2020/251.asp 
6	  Indepaz, Informe de masacres en Colombia durante el 2020 y el 2021. Disponible en: http://www.
indepaz.org.co/informe-de-masacres-en-colombia-durante-el-2020-2021/ 

A principios de julio de 2020, una nota de El Tiempo anunció que “Colombia 
logró una importante reducción en la tasa de muertes violentas en los últimos 
46 años, al llegar a 23,31 homicidios por cada 100.000 habitantes. Esta cifra 
se refleja en una disminución de los homicidios —entre el primero de enero y 
el 28 de junio— del 14 por ciento, al pasar de 6.128 muertes violentas en 2019 
a 5.281 este año”1. A final del año, el mensaje del Gobierno fue el mismo: 
en 2020 hubo 550 homicidios menos que en el 2019, al menos en las cifras 
preliminares, con lo cual Colombia pasó de una tasa de homicidios de 25.1 
víctimas por cada 100.000 habitantes a 23,792. A pesar de un leve aumento 
respecto a la tasa publicada en junio, esta cifra siguió siendo más baja que 
la reportada en 1974 (24 casos por cada 100.000 habitantes). Algo similar 
ocurrió con las amenazas: según datos de la Policía, en 2019 se presentaron 
al menos 48.679 casos de amenazas, mientras que en el 2020 se reportaron 
39.7403. 

1	  El Tiempo, “Colombia llega a la tasa más baja de homicidios en los últimos 46 años”, 2 de julio de 
2020. Disponible en: https://www.eltiempo.com/justicia/delitos/tasa-de-homicidios-colombia-llega-a-la-
mas-baja-en-los-ultimos-46-anos-513152 
2	  El Tiempo, “Menos riñas, clave en la caída de homicidios este año”, 11 de diciembre de 2020. Dis-
ponible en: https://www.eltiempo.com/justicia/delitos/disminucion-de-los-homicidios-en-el-2020-y-reduc-
cion-de-los-asesinatos-en-rinas-554086 
3	  Policía Nacional, “Amenazas 2021”. Disponible en: https://www.policia.gov.co/delitos-de-impacto/
amenazas 

1. INTRODUCCIÓN



A estas críticas, sumamos otra: la disminución de casos de homicidios y 
amenazas registradas a nivel nacional no significó una reducción de la violencia 
contra las personas LGBT. Por el contrario, las cifras registradas para el año 
2020 son las más altas desde que Colombia Diversa inició el registro de casos 
hace más de 15 años. También ha sido el año en el que se registraron los 
aumentos más pronunciados en la ocurrencia de homicidios y de amenazas en 
comparación con el año anterior.

Ante este aumento inusitado de los registros de violencia contra personas 
LGBT en 2020 se podrían ofrecer tres tipos de interpretaciones: (i) que 
es una evidencia de que efectivamente aumentó el número de hechos de 
violencia contra personas LGBT a nivel nacional durante ese año; (ii) que es 
una consecuencia de la reducción del subregistro de la violencia contra esta 
población (lo que a su vez implicaría que el número de casos de años anteriores 
sería mucho mayor de lo que habíamos reportado); o (iii) que obedece tanto 
a un aumento efectivo de la violencia y como a una reducción del subregistro. 
Sin embargo, la información disponible a la fecha no permite encontrar una 
explicación satisfactoria, por lo que es necesario investigar más a fondo esta 
problemática. 

Aunque todavía no podamos explicar a qué se debió este aumento, sí 
podemos realizar algunos análisis de cómo se comportó la violencia contra 
las personas LGBT en 2020. Para esto, debemos tener en cuenta, en primer 

lugar, el impacto de la pandemia de COVID-19 en Colombia, ya que este 
fue el principal elemento contextual para ese año. De hecho, tanto el inicio 
de la pandemia como el Aislamiento Preventivo Obligatorio representan una 
oportunidad única para mostrar cómo y por qué la violencia contra lesbianas, 
gays, bisexuales y trans presenta patrones específicos y muchas veces distintos 
a los de otras formas de violencia a nivel nacional. A su vez, esto demuestra que 
la violencia contra personas LGBT no debe tratarse como si fuera un problema 
de nicho, ajeno a los debates generales sobre seguridad. Sin embargo, hasta 
ahora se ha hecho evidente que la mayor parte de estos debates abordan 
los mismos temas y dan las mismas explicaciones centradas en el espacio 
público, el narcotráfico o los problemas de convivencia, y dejan a un lado las 
explicaciones que incluyan un enfoque diferencial según el tipo de población 
afectada. 

A continuación, se presentan los datos estadísticos de homicidios, amenazas 
y casos de violencia policial contra personas LGBT en 2020. La metodología 
empleada consistió en triangular los casos reportados en noticias de prensa, 
denuncias directas y de organizaciones, y las respuestas a los derechos de 
petición enviados a distintas las instituciones estatales a comienzos de 2021, 
para registrarlos en el sistema de información SInViolencia LGBT de Colombia 
Diversa. Los datos de este sistema son públicos y están disponibles para consulta 
en el siguiente Código QR:





2. UN VIsTAZO AL 2020

Durante los últimos cinco años, Colombia Diversa ha registrado dos tendencias 
constantes en relación con la violencia contra personas LGBT. Primero, que 
el número de asesinatos de personas LGBT se ha mantenido constante o ha 
presentado variaciones muy leves de un año a otro, lo que demuestra que no 
se ven afectados por las variaciones del número total y de la tasa nacional de 
homicidios, la cual ha venido disminuyendo de manera constante durante la 
última década. Segundo, que, a diferencia de los homicidios, los registros de 
amenazas y violencia policial contra personas LGBT sí han venido en aumento. 

Frente a estas tendencias, 2020 muestra un panorama preocupante. En 
primer lugar, porque, a diferencia de años anteriores, los asesinatos de personas 
LGBT fueron más del doble de lo registrado el año anterior (+112,25%). Y, 
en segundo lugar, porque las amenazas y los hechos de violencia policial 
continuaron registrando una tendencia al aumento, pero en 2020 fue más 
pronunciado que en años anteriores: el número de víctimas de amenazas se 
triplicó (+216,98) y el número de víctimas de violencia policial se incrementó 
en un 60,55%. La tabla 1 expone estos datos.

Tabla 1. Número de personas LGBT víctimas de violencia entre 2019 y 2020

Fuente: Sistema de Información de Violencia contra Personas LGBT en Colombia – SinViolencia LGBT

A continuación, se revisarán estas cifras a la luz de tres preguntas: (i) ¿cómo 
operó la violencia según la identidad de género u orientación sexual de la 
víctima?; (ii) ¿cómo se comportó estas tres formas de violencia a lo largo 
del año, teniendo en cuenta que se implementaron medidas para restringir la 
movilidad y la reunión de las personas en distintos meses?; (iii) ¿cuáles fueron 
las diferencias a nivel territorial o regional?



a. Comportamiento de la violencia según la orientación 
sexual y la identidad de género de las víctimas

A pesar de los cambios tan abruptos en el número total de casos y de 
víctimas, en 2020 se mantuvieron algunas de las principales tendencias de 
violencia contra personas LGBT registradas a la fecha. Al igual que en años 
anteriores, la mayoría de las víctimas de estos tres tipos de violencia fueron 
mujeres trans y hombres gay. Sin embargo, por primera vez fueron más las 
víctimas que se identificaron como mujeres trans que como hombres gays, 
quienes habían liderado el conteo total de víctimas hasta 2019. Además, para 
2020 incrementó significativamente el número de las víctimas registradas 
como mujeres lesbianas (+156,67%), hombres trans (+1085,71%) y personas 
bisexuales, en especial hombres bisexuales (+1242,86%). 

En términos generales, para 2020 se pudo identificar la orientación sexual 
o identidad de género específica de la mayoría de las víctimas, al igual que 
en 2019. Sin embargo, también aumentó el número de víctimas que fueron 
registradas como “LGBT sin determinar”, categoría que se usa cuando las 
fuentes reportan personas “pertenecientes a la comunidad LGBT”, pero 
que no proporcionan información sobre su orientación sexual o identidad de 
género específica. La tabla 2 muestra la distribución del universo de víctimas 
LGBT registradas en el 2020 por tipo de violencia y por orientación sexual o 
identidad de género.

Tabla 2. Número de víctimas LGBT por orientación sexual e identidad de género y tipo de 
violencia entre 2019 y 2020

Fuente: Sistema de Información de Violencia contra Personas LGBT en Colombia – SInViolencia LGBT

Con esta información es posible comprender cómo la violencia afecta de 
manera particular a las mujeres lesbianas, los hombres gays, a las personas 
bisexuales y a las personas trans, más allá de decir cuáles fueron las más 
o menos agredidas. En el informe de 2019 se reportó que en ese año las 
mujeres trans, los hombres trans y los hombres bisexuales fueron víctimas 
más frecuentemente de violencia policial; las mujeres lesbianas y bisexuales, 



Ilustración 1. Orientación sexual e identidad de género de las personas LGBT víctimas de 
violencia en 2020 apiladas al 100%

Fuente: Sistema de Información de Violencia contra Personas LGBT en Colombia – SInViolencia LGBT

de amenazas; y los hombres gays, de homicidios. En el 2020 hubo un cambio 
frente a esta caracterización. Algunas de estas tendencias respecto al universo 
de víctimas registradas se mantuvieron, y con el tiempo y más información 
podrían llegar a ser consideradas como patrones: los hechos que afectaron 
más frecuentemente a las mujeres lesbianas y bisexuales fueron las amenazas, 
mientras que la violencia con una mayor afectación para los hombres gays 
fueron los homicidios. Otras tendencias presentan diferencias. Como se puede 
observar en la ilustración 1, el hecho que más afectó a las mujeres trans y a los 
hombres trans fueron las amenazas, a diferencia de 2019 cuando la afectación 
más frecuente para ellas y ellos fue la violencia policial. Además, mientras en 
2019 se reportó que los hombres bisexuales sufrieron más frecuentemente de 
violencia policial, en 2020 fue el homicidio la afectación principal.

Aun así, persiste la falta de datos en casos de violencia policial, lo que 
impide caracterizar correctamente la orientación sexual e identidad de 
género de las víctimas de estos abusos. En las respuestas a los derechos de 
petición de varios comandos de policía, no reportaron la identidad de género 
u orientación sexual de las víctimas, solamente que eran personas LGBT. 
Sin embargo, es posible que varias de las víctimas que se clasificaron como 
“LGBT sin determinar” en los hechos de violencia policial fueran mujeres u 
hombres trans. Esto se puede suponer debido a que las personas trans han 
sido las más afectadas por este tipo de violencia, en especial las mujeres, y 

en la mayoría de los casos, las agresiones siguen patrones específicos1 que, 
amparadas en vacíos legales y en la justicia penal militar, no son investigadas 
ni sancionadas2. 
1	  Colombia Diversa, “Violencia policial contra personas LGBT en Colombia 2015 – 2019”. En Más 
que cifras. Informe de derechos humanos de personas LGBT en Colombia 2019. Disponible en: https://
colombiadiversa.org/c-diversa/wp-content/uploads/2021/03/Mas-que-cifras.pdf 
2	  Colombia Diversa, “Homicidios, violencia policial y amenazas contra personas LGBT en 2019”. En 



b. Comportamiento de la violencia a lo largo del año

La cuarentena nacional decretada para mitigar el impacto de la pandemia 
de COVID-19 empezó el 24 de marzo y terminó de manera oficial el 31 de 
agosto. Desde finales de mayo, las excepciones a la cuarentena nacional 
fueron aumentando, por lo que el periodo más estricto fue el mes de abril. 
Además, Alcaldías y Gobernaciones tomaron otras disposiciones en esos 
meses como limitaciones de aforo y medidas para restringir la movilidad 
como el “pico y género” o el “pico y cédula”.  Para 2020, las distintas fuentes 
reportaron de manera más precisa el mes en el que ocurrieron los hechos. 
Esto permitió elaborar una línea del tiempo para apreciar de manera gráfica 
el comportamiento mensual de los homicidios, las amenazas y la violencia 
policial contra las personas LGBT, y compararlos con los momentos en los 
que se aplicaron estas medidas. La ilustración 2 muestra que, aunque el 
número de personas LGBT víctimas de esos tres tipos de violencias durante 
el confinamiento estricto fue bajo en comparación con otros meses del año, 
estuvo por encima de lo que se registró en abril del año anterior, cuando se 
reportaron 27 víctimas de homicidios, violencia policial y amenazas.

El Comando Metropolitano de Policía de Bogotá reportó 10 víctimas de 
violencia policial que ocurrieron entre enero y agosto, y otros 10 entre septiembre 

Más que cifras. Informe de derechos humanos de personas LGBT en Colombia 2019. Disponible en: ht-
tps://colombiadiversa.org/c-diversa/wp-content/uploads/2021/03/Mas-que-cifras.pdf 

Fuente: Sistema de Información de Violencia contra Personas LGBT en Colombia – SInViolencia LGBT

Ilustración 2. Número de personas LGBT víctimas de violencia en 2020 por mes



y diciembre, sin indicar la fecha específica. Ante la falta de información más 
precisa, estos hechos se registraron como ocurridos a principios de septiembre 
en la base de datos de Colombia Diversa. Por lo tanto, aunque el pico más alto 
en la gráfica es en septiembre, hay más certeza sobre el pico registrado en el 
mes de junio, cuando se celebra el orgullo LGBT. Con los datos existentes no 
es posible asegurar que todos los hechos de violencia que se presentaron ese 
mes fueron causados por la celebración, pero es paradójico que en el mes en 
el que se exaltó la diversidad, se realizaron múltiples actividades y muchas 
alcaldías y gobernaciones izaron la bandera arcoíris, hayan sido violentadas 
tantas personas LGBT. 

Sin embargo, estas tres formas de violencia no se comportaron de la misma 
manera durante todo el año. Como se observa en la ilustración 3, si bien en 
algunos momentos los tres tipos de violencia coinciden en algunos puntos, las 
trayectorias son distintas. El pico de las amenazas ocurrió en febrero, luego 
descendieron bastante durante marzo y abril, para después volver a subir 
de manera más o menos constante hasta noviembre, y finalmente disminuir 
abruptamente en diciembre. Durante el mes de febrero, el ELN decretó un 
paro armado en varias regiones del país que empezó el 10 y terminó el 17, 
y varias de las amenazas contra personas LGBT registradas por Colombia 
Diversa ocurrieron en zonas en las que este grupo armado tiene influencia3. 

3	  Indepaz, Balance sobre las dinámicas del Ejército de Liberación Nacional (ELN) en Colombia 2018, 
2019, 2020-I. Disponible en: http://www.indepaz.org.co/wp-content/uploads/2021/03/ELN-DIAGRAMA-

Fuente: Sistema de Información de Violencia contra Personas LGBT en Colombia – SInViolencia LGBT

Ilustración 3. Número de víctimas LGBT en 2020 por mes y por tipo de violencia



Sin embargo, para este año las fuentes casi no reportaron información sobre 
los presuntos responsables, por lo que por ahora es imposible determinar con 
certeza que el aumento de las amenazas contra personas LGBT se debió el 
paro armado del ELN. Aun así, es una hipótesis que se podría considerar para 
futuros análisis. 

A diferencia de las amenazas, los homicidios disminuyeron entre febrero 
y marzo, y luego aumentaron constantemente hasta junio y otra vez entre 
septiembre y diciembre. La mayor cantidad de víctimas de homicidio se 
reportaron en diciembre, cuando en muchas ciudades del país se levantaron 
totalmente las restricciones locales. Al menos 100 de las 226 muertes ocurrieron 
durante el periodo de cuarentena general decretada por el Gobierno nacional 
entre marzo y agosto. Las muertes de marzo ocurrieron en su mayoría antes 
de que iniciara esta, y mientras que abril fue un mes con pocos registros de 
homicidios en comparación con junio o diciembre, se presentaron más que 
ese mes en años anteriores pese a que a nivel nacional en el mes de abril se 
registró una disminución del 33% del total de homicidios respecto al año 
anterior. En junio de 2020 varias organizaciones que defienden los derechos 
de las personas LGBT, y en especial los de las personas trans y trabajadoras 
sexuales, denunciaron varios homicidios de personas LGBT, principalmente de 

DO.pdf 

mujeres trans. Aunque en ese momento era imposible asegurar que la violencia 
letal efectivamente estaba aumentando, los datos consolidados confirman 
esta tesis.

Adicionalmente, en 2020 también aumentaron los casos de personas LGBT 
que fueron asesinadas por agentes del Estado y que por lo tanto podrían 
considerarse como ejecuciones extrajudiciales: dos de las víctimas fueron 
jóvenes gays, uno de los cuales habría sido asesinado mientras se encontraba 
privado de la libertad en la Cárcel El Bosque de Barranquilla y otro habría 
sido asesinado por la Policía mientras se encontraba detenido en la estación 
de Policía de Arboletes; otra de las víctimas fue una mujer lesbiana que fue 
asesinada por agentes de la Policía que dispararon indiscriminadamente contra 
un grupo de manifestantes en la noche del 9 de septiembre en Bogotá; y otra 
fue una mujer trans que fue asesinada por un soldado del Ejército mientras 
transitaba por una carretera rural de Miranda. Aunque estos casos ocurrieron 
en circunstancias distintas y no obedecen a un mismo patrón de persecución 
contra las personas LGBT, es necesario ampliar las discusiones sobre el uso de 
la fuerza por parte de agentes del Estado para incluir el impacto y el alcance de 
la violencia institucional contra las personas LGBT que sufren de estos abusos 
en distintos escenarios, incluyendo de movilización social y de privación de la 
libertad.



Si bien no es tan notorio el aumento de violencia policial en los meses en los 
que operó el decreto de presidencia que ordenaba el Aislamiento Preventivo 
Obligatorio, en estos meses sí hubo más casos que en los anteriores, y salvo 
septiembre que, como ya se mencionó, no es un dato totalmente fiable, este 
periodo tuvo el mayor número de víctimas. Al levantarse las restricciones, las 
cifras también bajaron, en especial en noviembre. Similar a lo que paso con 
homicidios, entre marzo y junio distintas organizaciones LGBT denunciaron 
el aumento de casos de violencia policía, y lo relacionaron con los riesgos 
de otorgarle a la Policía Nacional la función de garantizar el cumplimiento 
de las medidas sanitarias y de sancionar a las personas que las infringían. 
El argumento principal fue la existencia de malos precedentes como la 
discrecionalidad con la que se imponen las sanciones, la impunidad que 
rodea sus acciones, y en especial, que los agentes de esta institución agreden 
sistemáticamente a las personas LGBT, en especial a las mujeres trans. Una 
vez más, las cifras consolidadas para el presente informe corroboran lo que 
en ese entonces denunciaron las organizaciones de la sociedad civil.

A lo anterior hay que sumar que algunas medidas tomadas para contener 
la pandemia se hicieron bajo criterios que fomentaron la violencia y la 
discriminación contra las personas trans. Este fue el caso del “Pico y Género” 
que rigió en Bogotá entre el 13 de abril y el 10 de mayo de 2020, y que 

fue decretada por la Alcaldía Mayor a pesar de los reclamos basados en las 
consideraciones expuestas más arriba.  Durante la aplicación de esta medida, 
se denunciaron varios casos de discriminación y violencia contra personas 
trans en Bogotá. El más grave ocurrió el 18 de abril, cuando un hombre intentó 
asesinar a una mujer trans en la localidad de Ciudad Bolívar por salir el día 
correspondiente a las mujeres. La víctima logró defenderse, pero fue herida 
de gravedad en una mano, lo cual le comprometió la movilidad de tres dedos. 
Adicionalmente, se denunciaron varios casos de discriminación hacia personas 
trans en supermercados y bancos. En estos casos, a las víctimas les negaron el 
acceso a los establecimientos o la prestación de los servicios, con la excusa de 
que no era el día que les correspondía. En algunos de estos casos, las víctimas 
habrían acudido a la Policía, quienes no solo no las ayudaron, sino que incluso 
reforzaron estos actos al darle la razón a quienes las discriminaban y al pedirles 
a las víctimas que se retiraran del lugar. 



''se denunciaron varios casos de discriminación 
hacia personas trans en supermercados y 
bancos. En estos casos, a las víctimas les 

negaron el acceso a los establecimientos o la 
prestación de los servicios, con la excusa de 

que no era el día que les correspondía''



c. Comportamiento de la violencia contra personas 
LGBT por departamentos y municipios

Así como hubo variaciones en la distribución mensual de la violencia contra 
personas LGBT a lo largo del año, que al menos en parte obedecen a medidas o 
acontecimientos que ocurrieron en periodos determinados de tiempo, también 
hubo variaciones territoriales en la violencia contra personas LGBT. La tabla 3 
muestra las cifras netas desagregadas por los departamentos donde ocurrieron 
más hechos de violencia. Como se puede observar, la mayoría de las víctimas 
se concentraron, al igual que en años pasados, en Valle del Cauca, Antioquia 
y Bogotá. En los dos primeros, la mayoría de las víctimas corresponden a 
homicidios y amenazas, mientras que, en el último, la violencia policial fue 
predominante. Los siguientes tres departamentos con un mayor número de 
víctimas - Cauca, Santander y Córdoba - reportaron sobre todo hechos de 
amenazas. Esta situación la denunciaron en distintos medios de comunicación 
y en redes sociales, pero no encontraron una respuesta estatal satisfactoria. 
Además, Boyacá pasó de registrar pocos casos de violencia contra personas 
LGBT en general, a ser el cuarto departamento con mayor número de víctimas 
de violencia policial en 2020. 

En cuanto a ciudades y municipios, el 43% de las afectaciones a personas 
LGBT se concentraron en 15 ciudades, como se puede ver en la tabla 4. Con 

Tabla 3. Distribución de las víctimas LGBT en 2020 por departamento y tipo de violencia



Fuente: Sistema de Información de Violencia contra Personas LGBT en Colombia – SInViolencia LGBT

la excepción de Valle del Cauca, la mayoría de las víctimas se concentraron 
en las capitales departamentales. El resto se distribuyeron por 216 municipios 
de los 30 departamentos en los que se registró violencia para 2020. Entre 
los municipios en donde más personas LGBT fueron víctimas de violencia en 
2020, Maicao merece una mención especial, ya que en 2019 fue uno de los 
municipios en donde se registró un mayor número de casos de violencia policial 
(con 19 en total), mientras que en 2020 se registraron tan solo cuatro personas 
LGBT víctimas de violencia policial en ese municipio. Sin embargo, por lo 
menos seis personas LGBT fueron víctimas de amenazas en ese municipio 
y otras seis fueron asesinadas, lo que hizo que Maicao se mantuviera por 
segundo año consecutivo entre los quince municipios con un mayor número 
de personas LGBT víctimas de violencia a nivel nacional. En este sentido, si 
bien disminuyeron los casos de violencia policial, es preocupante que haya 
aumentado los casos de amenazas y de homicidios. 

Debido a la ausencia de datos normalizados, no es posible comparar las 
estimaciones regionales de 2020 con las señaladas como preocupantes en el 
anterior informe. Sin embargo, es posible observar en la ilustración 4 que la 
violencia volvió a concentrarse al norte del país, en la región Caribe, y en el 
Pacífico colombiano, aunque varios de los departamentos con más casos no 
hagan parte de esas regiones. Estas regiones concentraron el mayor número 



Tabla 4. Número de personas LGBT en 2020 víctimas de violencia por municipios

Fuente: Sistema de Información de Violencia contra Personas LGBT en Colombia – SInViolencia LGBT

de víctimas de amenazas, y, en algunos casos, también de homicidios, como se 
aprecia en las ilustraciones 5 y 6. La violencia policial, en cambio, se concentró 
sobre todo en el centro del país, como muestra la ilustración 7. A diferencia de 
los departamentos con más casos que concentran muchas víctimas en pocas 
ciudades o en una ciudad (a excepción de Valle del Cauca), en estas regiones 
la violencia estuvo distribuida en varios municipios. 

Estas dos regiones coinciden con zonas en las que hay fuerte presencia 
de grupos armados y disputas territoriales. De las 11 alertas tempranas que 
emitió la Defensoría del Pueblo sobre situaciones de riesgo para personas 
con orientación sexual o identidad de género diversa, 4 fueron sobre la región 
caribe4. En ellas advertían sobre la circulación de panfletos durante 2019 y 
2020 que describen prácticas de exterminio social contra grupos de personas 
que comparten características que se consideran negativas, dañinas o 
inmorales para la sociedad como las personas LGBT, consumidores de drogas 
y trabajadoras sexuales. Sin embargo, es necesario profundizar en información 
cualitativa que permita esclarecer las posibles relaciones causales entre las 
afectaciones del conflicto, y la seguridad de las personas LGBT.

4	  Defensoría del Pueblo. Alertas Tempranas AT-N°006-2020, AT-N°003-2020, AT-N°006-2020, AT-
N°002-2020, AT-N°037-2020.



Ilustración 5. Víctimas LGBT de amenazas en 2020 
por departamento

Ilustración 4. Víctimas LGBT de violencia en 2020 
por departamento

Ilustración 6. Víctimas LGBT de homicidios en 
2020 por departamento

Fuente: Sistema de Información de Violencia contra Personas LGBT en Colombia – SInViolencia LGBT

Ilustración 7. Víctimas LGBT de violencia policial 
en 2020 por departamento



d. Consideraciones finales

En el informe de 2019 advertimos que las instituciones reportaron 
menos información cualitativa y que esa ausencia impactaba negativamente 
la posibilidad de caracterizar los hechos y establecer si el crimen estuvo 
motivado por el prejuicio hacia la orientación sexual o identidad de género de 
la víctima5. En las respuestas a los derechos de petición recibidas en 2021, las 
instituciones entregaron más información sobre hechos de violencia contra 
las personas LGBT, y fueron más claros los datos consignados en las variables 
sobre la orientación sexual o identidad de género. La respuesta de la Fiscalía 
Delegada para la Seguridad Ciudadana, por ejemplo, recopiló todos los datos 
de las seccionales y desagregó los datos por grupo etario, sexo, orientación 
sexual e identidad de género. 

Sin embargo, la mayor parte de las instituciones no proporcionaron datos 
sobre el arma o método empleados, lugar en los que ocurrió el hecho, o detalles 
sobre el tipo de violencia ejercida contra la víctima. La tabla 8 muestra el número 
de víctimas para las cuales hay información sobre el lugar en donde fueron 
atacadas, el arma utilizada y el presunto móvil de estos ataques. Ninguno de 
estos datos supera el 40%, lo que demuestra la falta de información obtenida 

5	  Para poder analizar si un crimen contra una persona LGBT, es necesario contar con información 
sobre cómo sucedieron los hechos. Esto trasciende información sobre el método o arma, y abarca narra-
ciones sobre la posición del cuerpo o las condiciones en las que fue encontrado, o elementos contextua-
les como si la víctima sufrió de amenazas o de agresiones por su orientación sexual o identidad de géne-
ro, etc. 

Además, algunas de estas alertas describen amenazas contra lideresas 
y defensoras en las que se usa lenguaje sexista. Aun así, no establecieron 
vínculos entre estas agresiones y aquellas sufridas por personas LGBT o sus 
organizaciones, ni con la presencia de los grupos armados. Tampoco recogen 
mucha de la información que se recopiló para la elaboración de este informe. En 
este sentido, la información disponible permite confirmar algunas tendencias 
en los departamentos más violentos, como la relación entre algunas de las 
violencias sufridas por las mujeres en general y aquellas que afectan a las 
personas LGBT en particular. 



Fuente: Sistema de Información de Violencia contra Personas LGBT en Colombia – SInViolencia LGBT

Tabla 5. Información sobre el arma o el método, el lugar del hecho y presunto móvil por cada 
tipo de violencia en 2020

sobre estas variables, a pesar de que a corte de 2019, Fiscalía, Defensoría, 
Medicina Legal y Policía tenían campos y variables para caracterizar a la 
víctima e información sobre cómo y dónde ocurrieron los hechos 6. Así mismo 
se puede ver que de los hechos de los que menos se tiene información, son 
de las amenazas, que paradójicamente, es el tipo de violencia con el mayor 
número de víctimas.

6	 . Colombia Diversa, “sistemas de información”, en: Aunque intenten borrarnos: informe de dere-
chos humanos de personas lesbianas, gays, bisexuales y trans en 2018, disponible en http://colombiadi-
versa.org/eng/publicaciones/publicacion-con-imagen/

Como se observa en la tabla 6 una de las falencias más grandes es la 
ausencia de información relevante para determinar el presunto móvil de los 
hechos7. La tabla 6 muestra la cantidad de víctimas que se considera que 
fueron atacadas por razones prejuiciosas, otras razones y para las cuales no 
hay información suficiente. Es necesario aclarar que esto no significa que la 
violencia por prejuicio se haya reducido en el último año, sino, como se dijo al 
inicio del capítulo, de la reducción de información cualitativa y de calidad. Esta 
barrera es perjudicial para las personas LGBT, el Estado y las organizaciones de 
sociedad civil, porque las instituciones hasta ahora no han publicado informes 
que analicen este tipo de información, y si las organizaciones de sociedad civil 
tampoco la reciben, es difícil avanzar en campañas y estrategias que busquen 
la prevención de estos crímenes.

Respecto a la información sobre las características sociodemográficas de las 
víctimas (profesión y ocupación, grado de escolaridad, entre otras), solamente el 
rango de edad tuvo un porcentaje significativo de datos (70%) como se observa en 
la ilustración 8. La mayoría de las personas LGBT de las que obtuvimos información 
sobre su edad tenían entre 26 y 59 años, y fueron víctimas de amenazas; mientras 
que las personas mayores de 60 años fueron en su mayoría víctimas de homicidio, 
y los y las jóvenes – personas entre 18 y 25 años- fueron en su mayoría víctimas 
de amenazas. 
7	  Un análisis más detallado de esto se encuentra en Colombia Diversa, “Homicidios, violencia poli-
cial y amenazas contra personas LGBT en 2019”. En Más que cifras. Informe de derechos humanos de 
personas LGBT en Colombia 2019. Disponible en: https://colombiadiversa.org/c-diversa/wp-content/
uploads/2021/03/Mas-que-cifras.pdf 



Fuente: Sistema de Información de Violencia contra Personas LGBT en Colombia – SInViolencia LGBT

Ilustración 8. Edad de las víctimas en 2020 por tipo de violencia apiladas al 100% 

De 738 víctimas, hay información sobre las actividades económicas de 93 
ellas; sobre el origen étnico racial de 24; sobre el nivel de escolaridad, de 43; y 
sobre otras características de enfoque diferencial, de 91 de ellas, como ser una 
persona privada en libertad, defensora de derechos humanos o en condición 
de discapacidad. Esas últimas se distribuyen así:

Finalmente, sobre el acceso a la justicia tampoco hay suficiente información. 
Para las 337 víctimas de amenazas, hay al menos 286 procesos iniciados 
por parte de la Fiscalía, pero solamente hay registros precisos del estado de 
siete de estas investigaciones: tres ya fueron archivadas, tres permanecen en 
indagación preliminar y solo una ha avanzado a investigación. En el caso de 
los homicidios, hay información sobre 193 procesos penales en 2020: cinco 

Fuente: Sistema de Información de Violencia contra Personas LGBT en Colombia – SInViolencia LGBT

Tabla 6. Presunto móvil por tipo de violencia en 2020



Fuente: Sistema de Información de Violencia contra Personas LGBT en Colombia – SInViolencia LGBT

Tabla 7. Número de víctimas LGBT en 2020 por otros enfoques diferenciales y tipo de violencia
están en etapa de indagación, dos en investigación, uno en juicio, 
en otro el responsable fue condenado y 184 no tienen información 
de la etapa en la que se encuentran. Además, Fiscalía inició 
69 investigaciones penales por presuntos hechos de violencia 
policial, mientras que la Policía Nacional abrió 4 investigaciones 
disciplinarias y la Defensoría del Pueblo presentó 4 oficios para 
realizar acompañamiento a la víctima. No hay información sobre 
el estado de las investigaciones penales, y de las 4 acciones 
emprendidas por la Policía, una fue archivada, otra se encuentra 
en estado de indagación preliminar y otra en etapa de instrucción.

 



Mateo López fue un hombre trans y un líder social reconocido en su 
municipio y en el departamento. Trabajaba por los derechos de las personas 
lesbianas, gays, bisexuales y trans, y en ocasiones apoyaba las labores de la 
Alcaldía. En 2016 le dispararon en tres ocasiones, una en el brazo, otra en el 
pecho y la última en la ingle. Por lo que pasó, a Mateo le asignaron medidas de 
protección policial que fueron insuficientes. Denunció amenazas y ataques en 
2017, lo llamaban y le escribían por mensajes de texto para amenazarlo por 
identidad de género y su trabajo como líder, por lo cual en 2018 le otorgaron 
medidas de protección bajo la figura de “testigo protegido”. Para que las 
dieron, fue necesaria la intervención del Colectivo Semillas Diversas que lo 
apoyo y lo asesoró, y que procuró que continuaran hasta 2019. Sin embargo, 
a principios de 2020, la UNP determinó que el riesgo de Mateo era ordinario, 
por lo que no le renovaron las medidas de protección. En ese entonces, le 
pidieron que esperara 6 meses para una nueva evaluación de riesgo, tiempo 
que se cumpliría en agosto. 

Él no era el único líder amenazado en ese departamento. El 3 de julio de 
2020, varios líderes y lideresas del Colectivo Semillas Diversas realizaron un 
plantón para exigir que las autoridades tomaran medidas para investigar las 

3. MIRANDO MÁS DE CERCA: EL DEPARTAMENTO DE QUINDÍO
14 denuncias por amenazas que habían realizado, así como para demandar 
medidas para enfrentar el hostigamiento y la persecución que sufrían por 
haberlo hecho desde febrero hasta esa fecha1. Para esa fecha, las investigaciones 
no habían progresado, algunos funcionarios públicos habían asegurado que 
exageraban o que eran mentiras, y los y las líderes y lideresas se sentían 
desprotegidos 2. 

El 4 de julio de 2020, un día después del plantón, Mateo se encontraba 
realizando una actividad comunitaria en Circasia, Quindío. Entre varias 
personas recogieron fondos para hacer un sancocho en una olla comunitaria y 
así alimentar a las familias más vulnerables del barrio La Esmeralda. Muchas 
de estas personas se encontraban en una situación más precaria desde que 
comenzaron las restricciones impuestas por el Gobierno Nacional el 24 de 
marzo de ese año, y no recibieron las ayudas prometidas para mitigar los 
impactos negativos de no poder trabajar y vivir de lo que conseguían a diario 
en trabajos que, en la mayoría de los casos, hacen parte de una economía 
informal. No era la primera vez que Mateo hacía este tipo de actividades, 

1	 El Quindiano, “Plantón por la vida en Armenia”, 5 de julio de 2020. Disponible en: https://www.
elquindiano.com/noticia/19848/planton-por-la-vida-en-armenia
2	  Entrevista con Nathaly Camargo, Fundadora del colectivo Semillas Diversa, 11 de junio de 2020



pero en esta ocasión dos desconocidos se acercaron al polideportivo donde 
estaba y lo mataron. La hipótesis más extendida sobre el caso es que a Mateo 
lo mataron aparentemente por problemas de “microtráfico”3, a pesar de que 
había amenazas y un contexto que permitía pensar que el crimen estaría 
relacionado con su labor de liderazgo. 

El caso de Mateo no es solo importante por su calidad de líder, sino que 
también muestra la violencia contra los hombres trans. Él es uno de los 83 
hombres trans que fueron víctimas de violencia en 2020. Una situación que 
históricamente ha sido invisibilizada, en parte, porque se cuenta con pocos 
datos públicos. Y los que hay sugieren, que, aunque son muchos los hechos 
de violencia contra las personas trans en todo el país, las únicas víctimas de 
violencia sistemática son las mujeres trans, y que para los hombres trans, estos 
son casos aislados o que es una situación menos grave. Es por eso que los datos 
de 2020 presentados en este informe son muy importantes, para empezar a 
hacer visibles los problemas y las necesidades que experimentan las trans-
masculinidades en el país y la violencia sobre ellos. Como ya se señaló no es 
posible dar una respuesta univoca y rotunda sobre este aumento, que, al igual 
que con las cifras generales, puede deberse a que en años anteriores hubo 
un subregistro de hechos violentos y ha mejorado esto, o que cada vez hay 

3	  La Crónica del Quindío, “Asesinato de activista no habría sido por reclamar los derechos de la po-
blación LGBT”. Julio 7 de 2020. Disponible en: https://www.cronicadelquindio.com/noticias/region/asesi-
nato-de-activista-no-habra-sido-por-reclamar-los-derechos-de-la-poblacin-lgtbi 

''estas dinámicas de violencia no 
se limitan a un solo ano, por lo que 

es necesario tener en cuenta los 
antecedentes. En el caso del Quindío, 

desde hace varios anos se han 
denunciado amenazas y ataques contra 

las defensoras y defensores LGBT''



más liderazgos y organizaciones de hombres trans en distintos departamentos, 
entre otras.  El caso de Mateo pone de manifiesto la necesidad de denunciar 
estos casos y ejemplifica que las violencias contra ellos pueden ser  igualmente 
graves y sistemáticas.   

A pesar de la falta de información detallada sobre las dinámicas de violencia 
contra personas LGBT a nivel nacional, la información disponible en algunos 
departamentos permite hacer análisis más focalizados sobre las dinámicas 
de violencia contra esta población en 2020. Quindío es uno de esos casos, 
razón por la cual en este último apartado se detendrá a examinar los casos 
de violencia contra personas LGBT registrados en ese departamento en el 
transcurso de ese año. En particular, se analizará cómo cada una de las tres 
formas de violencia estudiadas en el presente informe se manifestaron en 
ese departamento, cómo se relacionan y qué factores estuvieron relacionados 
con la incidencia de estas violencias, y las actuaciones de las autoridades 
departamentales frente a los hechos denunciados.

Obviamente, estas dinámicas de violencia no se limitan a un solo año, por 
lo que es necesario tener en cuenta los antecedentes. En el caso del Quindío, 
desde hace varios años se han denunciado amenazas y ataques contra las 
defensoras y defensores LGBT. En 2016, por ejemplo, a Nathaly Camargo, 
lideresa trans y fundadora del Colectivo Semillas Diversas denunció amenazas 
en su contra, acoso y agresiones por parte de sus vecinos, quienes incluso 

atropellaron a su perro4. En 2018 y 2019, paramilitares amenazaron a una 
lideresa lesbiana víctima del conflicto armado para que abandonara su trabajo 
con la Mesa Departamental de Víctimas del Quindío.56. En muchos de estos 
casos, las amenazas han estado directamente relacionadas con el trabajo 
de liderazgo que realizan las víctimas, las ha llevado a abandonar procesos 
organizativos a favor de las personas LGBT, que cómo se ha señalado en otras 
ocasiones, genera graves afectaciones colectivas.7.

Además, Semillas Diversas documentó un caso de violencia policial en 
2018 contra un hombre gay menor de edad. En el municipio de Quimbaya, un 
agente insultó y lesiono a la víctima, quien denunció los hechos en la Personería 
Municipal. Para atender la situación, la Defensoría del Pueblo convocó al agente 
y a la víctima a una reunión de conciliación. Sin embargo, el agente no quiso 
conciliar, por lo que la madre del menor decidió denunciar los hechos ante la 

4	  Colombia Diversa, Entre el Miedo y la Resistencia. Informe de Derechos Humanos de personas les-
bianas, gays, bisexuales y trans en Colombia 2016. Disponible en: http://colombiadiversa.org/eng/publi-
caciones/entre-el-miedo-y-la-resistencia/ 
5	  Colombia Diversa, Aunque intenten borrarnos. Informe de Derechos Humanos de personas les-
bianas, gays, bisexuales y trans en Colombia 2018. https://colombiadiversa.org/c-diversa/wp-content/
uploads/2020/04/publicaci%C3%B3n-7-_-Informe-de-violaciones-a-los-derechos-humanos-de-perso-
nas-LGBT-en-Colombia-en-2018.pdf 
6	  Colombia Diversa, La discriminación, una guerra que no termina. Informe de Derechos Humanos 
de personas lesbianas, gays, bisexuales y trans en Colombia 2017. Disponible en: https://colombiadi-
versa.org/c-diversa/wp-content/uploads/2020/04/publicaci%C3%B3n-15-_-Informe-de-derechos-huma-
nos-de-personas-lesbianas-gays-bisexuales-y-trans-en-Colombia-en-el-a%C3%B1o-2017.pdf 
7	  Un análisis más detallado de esto se encuentra en Colombia Diversa, “Violencia contra perso-
nas defensoras de derechos humanos LGBT”. En Más que cifras. Informe de derechos humanos de 
personas LGBT en Colombia 2019. Disponible en: https://colombiadiversa.org/c-diversa/wp-content/
uploads/2021/03/Mas-que-cifras.pdf 



Fiscalía, donde no ha avanzado el caso. Actualmente, la víctima sufre de crisis 
nerviosas por la situación. Otra situación en la que el colectivo ha intervenido 
para apoyar a la víctima, es la de un líder pansexual quién ha sido amenazado 
en numerosas ocasiones. La UNP le otorgó un esquema de protección, pero 
se lo retiraron sin que le hicieran un estudio de riesgo para verificar que ya no 
era necesario. El líder se trasteo como medida de autoprotección.

Volviendo a 2020, aunque la situación ya era complicada antes del asesinato 
de Mateo, después de este crimen aumentaron las amenazas contra las personas 
LGBT en ese departamento, como se puede ver en la ilustración 9. Todas las 
amenazas registradas en julio ocurrieron después del asesinato de Mateo, lo 
que hizo que ese fuera el mes con más víctimas de amenazas.8 El año cerró 
con 19 líderes LGBT que fueron amenazados, difamados o agredidos y que 
necesitaron medidas de protección. 

8	  A manera de aclaración metodológica, también es necesario tener en cuenta que cuatro de los ca-
sos registrados en enero son en realidad casos en los que no se conoce la fecha específica, por lo que se 
registraron con fecha de primero de enero según los procedimientos establecidos por Colombia Diversa 
para el registro de este tipo de casos.

Ilustración 9. Número de personas LGBT víctimas de amenazas en 2020 en el Quindío por mes

Fuente: Sistema de Información de Violencia contra Personas LGBT en Colombia – SInViolencia LGBT



A varios de estos líderes y lideresas LGBT en situación de riesgo les 
concedieron medidas de protección, en especial después de un consejo de 
seguridad que tuvo lugar en Armenia tras el asesinato de Mateo. Sin embargo, 
algunas de estas medidas han resultado ineficaces o riesgosas para las víctimas. 
Por ejemplo, una lideresa trans campesina denunció un caso de violencia 
policial en Génova, en el que un agente la insulto, se mofó de ella y se llevó 
la motocicleta de la lideresa pese a no ser parte del cuerpo especializado en 
tránsito y transporte, y por ende sin autoridad para tomar esta decisión. La 
víctima puso la denuncia, y buscó que oyeran a los testigos de lo que pasó para 
que le devolvieran su moto, pero esta fue archivada. A la fecha no se la han 
devuelto ni se conoce dónde se encuentra. A raíz de esto, la lideresa empezó 
a ser víctima de intimidaciones, por lo que el Colectivo Semillas Diversas, 
denunció la situación e hizo incidencia para que le otorgaran medidas de 
protección.  Actualmente las medidas concedidas consisten en un patrullero  
acude a su vivienda cada cierto tiempo a cerciorarse cómo se encuentra y si 
necesita algo, pero el patrullero que le asignaron es el agente que ella denunció, 
lo que esto la pone en peligro y la revictimiza.

Además, el trabajo de  los líderes y lideresas LGBT del departamento se 
ha centrado en hacer control ciudadano a la implementación de la política 
pública “Quindío Diverso” aprobada por la Ordenanza #015-2019, que ellos 
y ellas ayudaron a construir. Por eso, han denunciado la falta de ejecución de 

la misma, la ausencia de ayudas por parte del gobierno durante la cuarentena 
nacional y actuaciones irregulares por parte de funcionarios públicos que 
trabajan en la Gobernación del departamento o de la Alcaldía. Este es el caso 
del colectivo Semillas Diversas, el cual preparó y entregó al Secretario del 
Interior de la Gobernación y a la Oficina de Derechos Humanos de la Policía 
Departamental un informe en el que documentaban los hechos de violencia 
que registraron. Según integrantes del colectivo, este informe fue filtrado por 
funcionarios de la gobernación a los presuntos responsables, aumentando la 
situación de riesgo de las víctimas9.

Además de los ataques contra defensoras y defensores, en 2020 se registraron 
otros casos de violencia contra personas LGBT en general. Según las cifras 
consolidadas para este informe, 20 personas LGBT fueron amenazadas en 
el departamento del Quindío durante 2020, otras dos fueron asesinadas – 
incluyendo a Mateo – y una más fue víctima de violencia policial, como puede 
observarse en la ilustración 10. 

A los casos reportados en el presente informe, se suman los casos de otros 
tipos de violencia documentados por otras organizaciones de la sociedad civil. 
En un caso documentado por el colectivo Semillas Diversas10,  un joven gay 

9	  Entrevista con Nathaly Camargo, Fundadora del colectivo Semillas Diversa, 11 de junio de 2020
10	  Semillas Diversas es un colectivo LGBT que hace trabajo comunitario en Quindío. Está conformado 
por varios líderes y lideresas, entre las que se encuentra Nathaly Camargo Marulanda, que han trabajado 
en varios procesos de políticas públicas. Aunque no cuenta con personería jurídica, sus miembros son 
reconocidos por las autoridades del departamento.



fue atacado por varias personas que se burlaron de su orientación sexual y 
lo agredieron físicamente. La víctima sufrió lesiones en la zona genital que 
lo llevaron a perder una parte de esta. Más grave aún, la Policía no solo no lo 
protegió, sino que además le impuso un comparendo por hacer “escandalo” en 
vía pública. La víctima ya había sido atacada en varias ocasiones anteriores, 
pero nunca obtuvo medidas de protección. A raíz de ese último hecho, en el 
que también salió lesionada su hermana, viajó a España esperando contar 
con las garantías para vivir una vida libre de violencias que no consiguió en 
Colombia y actualmente se encuentra como refugiado en México.

Esta misma organización documentó al menos 69 casos en los que la Policía 
impuso comparendos contra personas LGBT, los cuales fueron impugnados 
por no tener justificación jurídica. En uno de estos casos, a una mujer trans 
le impusieron un comparendo por estar vestida con una minifalda, lo que fue 
considerado por los agentes como “exhibicionista”. Pese a estar motivados 
por criterios prejuiciosos y discriminatorios, estos hechos no se consideran 
habitualmente como una forma de abuso policial en los registros de la 
institución. En contraste, Colombia Diversa ha señalado que corresponden 
a patrones de abuso policial, que se aprovechan de vacíos o ambigüedades 
de la normatividad vigente para tomar decisiones basadas en prejuicios e 
imponer comparendos y otras medidas contempladas en el actual Código de 

Ilustración 10. Número de personas LGBT víctimas de violencia en el Quindío por orientación sexual e 
identidad de género y tipo de violencia en 2020

Fuente: Sistema de Información de Violencia contra Personas LGBT en Colombia – SInViolencia LGBT



Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana bajo excusas aparentemente 
legítimas11. Lo anterior se ve agravado porque muchas veces las víctimas no 
denuncian este tipo de procedimientos ante entes de control y porque, en 
las pocas ocasiones que son denunciados, las quejas suelen ser archivadas 
por razones meramente formales, es decir, alegando que la Policía tiene la 
potestad de imponer medidas correctivas ante distintos tipos de situaciones, 
sin detenerse a analizar si en el caso concreto estuvo justificada o si estuvo 
basada en razones discriminatorias.

Esta situación de Quindío también demuestra las dificultades que persisten 
en el registro y seguimiento adecuado de la violencia contra personas LGBT por 
parte de las instituciones del Estado. Los hechos documentados por Semillas 
Diversa también fueron denunciados ante la dupla de género de la Defensoría 
Regional, como consta en varios oficios que esa oficina ha radicado. La dupla 
también tuvo conocimiento de otras violencias que enfrentan las personas LGBT 
departamento, como un hecho de violencia sexual contra una mujer lesbiana o 
las agresiones contra mujeres trans trabajadores sexuales por parte de bandas 
criminales que les cobran “vacunas” por trabajar en ciertas zonas. A una de ellas, 
que no logró pagarla, la atacaron con arma blanca y perdió sus dientes frontales12. 
11	  Un análisis más detallado de esto se encuentra en Colombia Diversa, “Homicidios, violencia poli-
cial y amenazas contra personas LGBT en 2019”. En Más que cifras. Informe de derechos humanos de 
personas LGBT en Colombia 2019. Disponible en: https://colombiadiversa.org/c-diversa/wp-content/
uploads/2021/03/Mas-que-cifras.pdf 
12	  Semillas Diversas, Informe presentado al Secretario del Interior de la Gobernación de Quindío, 20 
de enero de 2021.

'' Colombia Diversa ha 
senalado que corresponden 

a patrones de abuso policial, 
que se aprovechan de 

vacíos o ambigüedades de 
la normatividad vigente 

para tomar decisiones 
basadas en prejuicios''



Sin embargo, ni la información sobre las afectaciones y los riesgos de las 
líderes y las lideresas LGBT, ni estos hechos aparecen en la alerta temprana 
sobre el eje cafetero que emitió la Defensoría el 25 de agosto de 202013, más 
de un mes después del asesinato de Mateo y luego del consejo de seguridad 
convocado de manera urgente por este crimen14. A pesar de que estas alertas 
tempranas son un mecanismo valioso de prevención y protección, ya que sus 
recomendaciones son de obligatorio cumplimiento, sin la información apropiada 
es poco probable que respondan de manera adecuada a las necesidades de las 
personas LGBT en ese territorio, como efectivamente se observa que ocurrió 
en el caso de Quindío, ya que ninguna de las recomendaciones específicas que 
se hicieron para ese departamento abordó la violencia contra personas LGBT. 

Finalmente, algunos de los casos reportados por las entidades en los derechos 
de petición coinciden con denuncias hechas por Semillas Diversas, pero solo 
en dos ocasiones las autoridades competentes tipificaron las amenazas como 
“amenazas contra defensores de derechos humanos y servidores públicos 
art. 188e”. En los demás casos, ni la Policía ni la Fiscalía tuvieron en cuenta 

13	  Defensoría del Pueblo, Alerta Temprana AT-N°-041-20.
14	  Defensoría del Pueblo, Alerta Temprana AT-N°-041-20.

el trabajo por la defensa de derechos humanos que realizaban las víctimas 
y desconocieron la información que les proporcionaron las personas que 
trabajaban con ellas. Esto desconoce la calidad de líderes y lideresas de las 
víctimas, los revictimiza y puede generar información engañosa sobre la 
situación de los y las líderes LGBT.15 

15	  Colombia Diversa ha señalado en ocasiones anteriores que las personas LGBT que defienden dere-
chos humanos enfrentan un triple riesgo: (i) por ser defensores de derechos humanos; (ii) por tener una 
orientación sexual o identidad de género diversa; y (iii) por defender los derechos de una población his-
tóricamente discriminada cuando trabajan por los derechos de las personas LGBT, una causa que puede 
ser catalogada como inmoral o dañina para la sociedad. Invisibilizar los liderazgos que buscan garantizar 
los derechos de estas personas, envía el mensaje de que, en efecto, su trabajo es ilegitimo y no constitu-
ye un reclamo por condiciones de vida dignas, en especial si este mensaje lo envían las autoridades.



Aunque 2020 fue el año con menos muertes violentas y con menos amenazas 
a nivel nacional en los últimos 40 años, fue el año en el que más personas 
LGBT fueron víctimas de violencia del que se tiene registro. Si bien esto puede 
deberse a mejores registros por parte de las instituciones, mayor capacidad de 
denunciar por parte de las organizaciones, líderes y lideresas, o más visibilidad 
de la orientación sexual o identidad de género de las víctimas, este aumento 
no es consistente con lo que instituciones como la Policía han reportado sobre 
se comporto el delito y la violencia en Colombia. 

A lo largo del año 2020, la violencia contra personas LGBT no se comportó 
de manera constante. En algunas ocasiones, se puede apreciar que se vio 
influida por las medidas tomadas por el gobierno nacional para mitigar el 
impacto en el sistema de salud del COVID-19, y en otras pudo obedecer a 
otras circunstancias. 

Además del pronunciado aumento en el número total de víctimas, también 
se registraron cambios en algunas de las dinámicas de violencia en relación 
con lo registrado en 2019. En relación con la orientación sexual o identidad de 
género de las víctimas, las mujeres lesbianas, bisexuales y trans, y los hombres 
trans fueron las víctimas más frecuentes de las amenazas; los hombres gays 
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y bisexuales fueron los más asesinados. En el caso de la violencia policial, la 
mayor parte de las víctimas fueron registradas como “LGBT sin determinar” 
debido a la falta de información detallada por parte de las fuentes oficiales. 
En cuanto a la distribución geográfica de estas violencias, la mayor parte de 
las víctimas registradas se concentró en Valle del Cauca, Antioquia y Bogotá. 
Sin embargo, también se presentaron algunos cambios significativos. El 
municipio de Maicao, por ejemplo, , presentó menos víctimas de violencia 
policial que en 2019 pero más víctimas de homicidios y amenazas, por lo 
que se mantuvo entre los quince municipios con mayor número de víctimas. 
En cambio, en Boyacá se presentaron más denuncias por hechos de violencia 
policial contra personas LGBT que las que se habían registrado en ese 
departamento en todos los años anteriores. 

El registro de la orientación sexual e identidad de género de las víctimas 
mejoró en la información que suministraron las instituciones, en especial 
en el caso de la Fiscalía. Sin embargo, la falta de información detallada 
sobre el arma o método empleados, el lugar de ocurrencia del hecho o los 
posibles móviles, impidió hacer un análisis más minucioso que permitiera 
ratificar patrones de violencia que se han explicado en otros informes o bien 



reevaluarlos a la luz de nuevos datos. La ausencia de datos sobre los presuntos 
responsables también limitó la capacidad de ahondar en la caracterización 
de los hechos y en la consolidación de recomendaciones que apunten a la 
prevención de estas violencias. 

Lo anterior representa una paradoja: el año con el mayor número de casos 
registrados, también es el año con la menor cantidad de información sobre los 
mismos. Sin información detallada, es muy difícil que las organizaciones de la 
sociedad civil realicen análisis más minuciosos. Esta situación no es compensada 
por las instituciones, ya que ellas tampoco están usando la información de que 
disponen con el fin de identificar posibles patrones y tomar medidas efectivas 
de prevención o protección. De esta manera se configura un cumplimiento 
a medias de las obligaciones del Estado, ya que las instituciones producen 
información, pero no la usan para los fines que se necesitan.

En relación con esta última problemática, el caso de Quindío ilustra las 
brechas que persisten al interior de las entidades entre la información que 
poseen a nivel territorial y la que se reporta desde el nivel central. Además, 
la falta de articulación entre equipos de trabajo impide que los mecanismos 
de prevención y protección, como las Alertas Tempranas, incorporen toda la 
información disponible para mejorar el análisis y tomar medidas más adecuadas. 
Esto, sumado a la falta de enfoque de diferencial en procedimientos para 
atender violencias que eviten revictimizar o poner en riesgo a la víctima, 

'' el ano con el mayor número 
de casos registrados, también es 
el ano con la menor cantidad de 
información sobre los mismos. ''



en especial en casos de defensores, invisibiliza situaciones o hace que sean 
consideradas como “menos graves”. 

Frente a todo lo anterior, formulamos las siguientes recomendaciones: 

Implementar políticas de datos que reconozcan las excepciones de la 
protección del Habeas Data, mejoren la transparencia de las instituciones 
y permitan el acceso a datos confiables, claros y pertinentes para la 
investigación por parte de organizaciones de sociedad civil. 

Avanzar en la implementación de planes de interoperabilidad de datos 
para garantizar que las entidades puedan compartir y analizar los datos 
que cada una posee. 

Reestablecer la Mesa de Casos Urgentes presidida por el Ministerio del 
Interior para atender los casos de violencia y articular las acciones de 
las diferentes entidades, incluyendo las de la Procuraduría para prevenir 
o sancionar la violencia institucional. Además, descentralizar las 
convocatorias a los entes de control y sostener reuniones en municipios 
o departamentos en los que también se convoque a la Alcaldía y a 
la Gobernación, y sus respectivas Secretarías de Integración Social, 
Gobierno, Seguridad y de la Mujer. 

Impulsar la presencia de organizaciones, líderes y lideresas LGBT, de la 
dupla de género de la Defensoría del Pueblo y del enlace regional de la 

Oficina de la Alta Comisionada de Derechos Humanos en las reuniones 
organizadas por las instancias territoriales para la Reacción Rápida para 
coordinar acciones con el CIPRAT a nivel regional. Además, fomentar la 
articulación entre la secretaría técnica del CIPRAT y el equipo o la persona 
encargada del enfoque LGBT de la dirección de Derechos Humanos del 
Ministerio del Interior. 

Aplicar el Protocolo de Análisis de Riesgo de Mujeres Lideresas y 
Defensoras de Derechos Humanos expedido en el 2020 en casos de 
personas LGBT defensoras de derechos humanos amenazadas o en 
riesgo, incluyendo presentar las solicitudes recibidas antes el CERREM 
Mujeres. 

 





Atenea1 es una mujer trans de 22 años que vive en Cauca, en situación de 
precariedad económica y sin redes de apoyo. Desde que ella asumió una expresión 
de género acorde con su identidad de género, recibió el rechazo e insultos de su 
familia. Además, fue víctima de violencia sexual por parte de un integrante de 
su familia y de acoso escolar por su identidad de género. Esta situación la llevó a 
abandonar su casa, y empezar a buscar trabajos varios. 

Actualmente, Atenea no cuenta con ingresos estables ni redes de apoyo. Sus 
ingresos económicos dependen de la caridad, y en ocasiones ha recurrido al 
trabajo sexual y a vender arroz con leche. El lugar donde habita, en realidad, es una 
habitación donde una amiga la deja vivir sin cobrarle arriendo. Además, debido a 
que perdió en una ocasión su cédula, no ha podido solicitar un duplicado, puesto 
que no cuenta con el dinero suficiente para ese trámite, y tampoco ha podido 
hacer el cambio de nombre y componente sexo en sus documentos legales, ya que 
es un procedimiento notarial bastante costoso. Esto le ha impedido conseguir un 
empleo formal, ya que no la contratan por la incongruencia entre sus documentos 
legales y su identidad y expresión de género. De igual forma, no contar con un 
documento legal que refleje su nombre y género identitarios, la expone a tener 
que justificar su identidad constantemente en un contexto de alta militarización 
como es el departamento del Cauca. 
1	  Por respeto a la intimidad de esta persona, se le cambió su nombre 

Colombia Diversa estuvo litigando este caso con el fin de que se permitiera 
realizar el cambio de nombre y sexo en sus documentos legales sin costo, 
debido a su contexto de precariedad económica, sus múltiples factores de 
vulnerabilidad y al reconocimiento de la gratuidad de este trámite como un 
aspecto amparado por la Convención Americana sobre Derechos Humanos2. 
Sin embargo, este caso fue rechazado por el Tribunal Administrativo del Cauca 
y el Consejo de Estado, en primera y segunda instancia respectivamente. Más 
aún, el caso no fue seleccionado por la Corte Constitucional, a pesar de que 
más de 5 organizaciones de sociedad civil lo solicitaron ante la Corte y que la 
Defensoría del Pueblo presentó una insistencia ante el Alto Tribunal. 

Esta situación demuestra que, para distintos operadores de justicia, tanto 
en Cauca como en Bogotá, no es relevante la realidad de una mujer trans 
del Cauca que, por su situación de precariedad económica, no ha podido 
asumir el costo que implica poder ejercer su ciudadanía plena. A pesar de 
que es difícil determinar lo que motivó cada decisión judicial, pareciera no 
existir una conciencia de la importancia de garantizar la gratuidad en casos 
de vulnerabilidad económica. Además, pareciera que el sistema de justicia 

2	  Corte IDH.OC-24/17. Opinión consultiva 024 de 20017.24 de noviembre de 2017. Parr.144. La Cor-
te Interamericana de Derechos Humanos, en Opinión Consultiva 24 (OC-24) reconoció que, los procedi-
mientos a través de los cuales las personas pueden modificar los registros y los documentos de identidad 
para que correspondan con su género identitario, deben estar regulados e implementados de conformi-
dad con ciertas características mínimas, dentro de las cuales se incluye la gratuidad. Lo anterior en vir-
tud de que “la necesidad de reducir los obstáculos, en este caso de índole financiero, que pueden erigirse 
para el reconocimiento legal de la identidad de género, así como en la exigencia de no crear diferencias 
de trato discriminatorias con respecto a las personas cisgénero, las cuales no necesitan acudir a estos 
procedimientos, y, por ende, no incurren en erogaciones pecuniarias para el reconocimiento de su identi-
dad de género”.
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sigue sin percibir como un derecho fundamental el contar con documentos 
acordes a la identidad de género3. Por último, es preocupante que el valor del 
trámite, que puede oscilar en cada notaría4 y que en algunos casos supera 
las sumas de 300.000 pesos colombianos, puede ser leída como una suma 
ínfima. Esto demuestra una ausencia de un enfoque que hubiera permitido 
analizar el caso desde una perspectiva de realidades y necesidades de las 
personas trans. 

La situación de Atenea no es única. Por el contrario, es un caso que ref leja 
la situación de muchas mujeres y, en general, personas trans en Colombia. 
Este caso no sólo muestra cómo opera el prejuicio hacia la orientación sexual 
e identidad de género en distintos ámbitos, sino también la dificultad del 
Estado de ofrecer rutas de acceso a la justicia eficaces para estos conflictos. 
A pesar de que ha habido iniciativas y proyectos para mejorar la oferta 
de justicia para personas LGBT, persiste la falta de enfoques diferenciales 
y el prejuicio en la atención. Es decir, la oferta estatal de justicia no está 
pensada para una población como las personas LGBT, y la falta de enfoques 
diferenciales impiden que los casos sean recibidos y analizados de forma 
adecuada y oportuna, ni que se entiendan esas realidades distintas que 
ponen a personas como Atenea en una situación de vulnerabilidad. Más aún, 

3	  Fundación GAAT, Transidentifiquemonos. Disponible en: https://fundaciongaat.org/informes/
4	  Ibíd.

el caso de Atenea ref leja que es el mismo Estado quien, a través de barreras 
normativas e institucionales, impide que mujeres trans y, en general, personas 
LGBT, puedan acceder a sus derechos. 

En este capítulo, se presentan los tipos de conflicto que enfrentaron las 
personas LGBT y se analizan las rutas de acceso a la justicia para algunos 
de los conflictos más recurrentes. Para esto, la primera parte describe los 
principales conflictos que enfrentaron las personas LGBT y que fueron 
conocidos a través del canal de consultas jurídicas de Colombia Diversa 
entre 2018 y 2020. En la segunda parte, se analizan las principales rutas de 
acceso a la justicia para los conflictos más recurrentes, a saber, las agresiones 
familiares y el acoso laboral. A partir de esto, se concluye que el Estado 
no cuenta con una oferta estatal de justicia adecuada y eficaz, en la que 
se adopten los enfoques diferenciales para la atención y resolución de los 
conflictos que enfrentan las personas LGBT.

  



este sentido, los resultados aquí presentados no son un indicador del nivel 
de conflictividad de las personas gays, lesbianas, bisexuales y trans. Por el 
contrario, debe entenderse como unas primeras aproximaciones sobre los tipos 
de conflicto que pueden presentar las personas LGBT con unas características 
particulares.  

Por otra parte, el análisis de las rutas de acceso a la justicia se basa 
en información e investigaciones previas de Colombia Diversa, de otras 
organizaciones de la sociedad civil y de entidades del Estado. Es decir, este 
análisis no se desprende de las consultas recibidas sino de información 
secundaria que ha analizado estas rutas de acceso a la justicia y a algunas 
instituciones involucradas. 

Conflicto 

El conflicto es una “controversia, disputa, discusión, enfrentamiento o 
pelea, violenta o no violenta […] con otra persona o institución”2. Es decir, 
se entiende que existe un conflicto cuando hay un choque de intereses, con 
LLEGAS, Mauricio; FELSTINER, William L. F; ABEL, Richard y SARAT, Austin. Origen y transformación 
de los conflictos: reconocimiento, acusación, reclamación. En: Sociología Jurídica: teoría y Sociología 
del Derecho en Estados Unidos. Bogotá: Universidad Nacional de Colombia. 2006. 41 p.  
2	  Dejusticia. Encuesta Nacional de Necesidades Jurídicas y Acceso a la Justicia. Marco conceptual y 
metodológico, p. 50. Disponible en: https://www.dejusticia.org/wp-content/uploads/2017/04/fi_name_re-
curso_619.pdf 

Para este capítulo se llevó a cabo una investigación con base en las consultas 
recibidas y registradas en Colombia Diversa desde enero de 2018 hasta 
diciembre de 2020. A partir de ahí, se filtraron las consultas con el fin de 
determinar cuáles de estas eran conflictos (lo cual se definirá más adelante). 
Posteriormente, se clasificó dicha información en áreas de conflicto y los tipos 
de conflicto de cada una de estas. Además, se analizó, para cada uno de estos 
conflictos, si estuvo motivado por el prejuicio hacia la orientación sexual o 
identidad de género. 

Los resultados descritos en este capítulo no son representativos de la 
población LGBT. Este ejercicio investigativo es tan solo un ejemplo de los 
conflictos de las personas LGBT de las principales ciudades capitales y 
algunas ciudades intermedias. Además, estos conflictos son ilustrativos de 
una población específica, es decir, de personas LGBT que: (i) identifican a 
Colombia Diversa como una organización que les puede apoyar para tramitar 
sus consultas o conflictos, (ii) cuentan con acceso a internet, (iii) tienen un 
computador, teléfono inteligente u otro dispositivo electrónico, o conocen 
a alguien que sí lo tiene y (iv) identifican que sufrieron un conflicto1. En 
1	  Los conflictos son construcciones sociales. En ese sentido, sólo se entenderá que sufrió un conflic-
to si la persona lo identifica como tal. Esto es una de las primeras barreras que enfrentan las personas 
puesto que, por distintos factores, lo que para una persona fue un conflicto, para otra no. GARCIA VI-
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otra persona o institución, que puede implicar violencia o no. Por ejemplo, se 
puede enfrentar un conflicto con alguna institución del Estado, sin que haya 
existido alguna expresión de violencia. En todo caso, los conflictos inician 
como “experiencias de daño reconocidas […] Una vez reconocido el daño, 
tienen lugar o, mejor, pueden tener lugar la acusación y luego la reclamación 
ante los supuestos causantes del daño”3. Una reclamación, por lo tanto, “se 
transforma en conflicto cuando es rechazada, en todo o en parte. Su rechazo 
no necesariamente debe ser expresado en palabras. Cualquier demora que 
el reclamante interprete como resistencia equivale a un rechazo”4.

Dimensiones de los conflictos 

Los conflictos pueden darse en diferentes ámbitos de la vida de las 
personas y así es como deben ser analizados. Las dimensiones de conflicto 
que se analizan en el presente informe fueron tomadas de la Encuesta de 
Necesidades Jurídicas Insatisfechas de Dejusticia5, a las cuales se realizaron 
algunas modificaciones y/o adiciones. A saber, en la clasificación de los 
conflictos se excluyeron los conflictos penales, en tanto esta información 

3	  GARCIA VILLEGAS, Mauricio; FELSTINER, William L. F; ABEL, Richard y SARAT, Austin. Ori-
gen y transformación de los conflictos: reconocimiento, acusación, reclamación. En: Sociología Jurí-
dica: teoría y Sociología del Derecho en Estados Unidos. Bogotá: Universidad Nacional de Colombia. 
2006. 37 p.  
4	  Ibíd. 45. 
5	  Dejusticia. Encuesta Nacional de Necesidades Jurídicas. Análisis general y comparativo para tres 
poblaciones. Disponible en: https://www.dejusticia.org/wp-content/uploads/2017/04/fi_name_recur-
so_618.pdf 

se encuentra consolidada y analizada en los informes anuales de derechos 
humanos de Colombia Diversa, que pueden ser consultados a través de su 
página web. Así mismo, se agregaron unas categorías especiales con base 
en los conflictos identificados en las consultas. Por último, se incluyó la 
categoría de discriminación a cada dimensión del conflicto, mas no como una 
dimensión del conflicto independiente. Además, la discriminación en cada tipo 
de conflicto debe entenderse como residual, es decir, refleja casos en los que 
la persona manifestó haber sido discriminada en cierto ámbito, pero no hubo 
información suficiente que permitiera clasificarla en otro tipo de conflicto o 
que pudiera determinar que se configuró un delito. Un ejemplo de esto son 
casos en los que hubo miradas, tratos, comportamientos o prestaciones de 
servicio inadecuadas. 

A continuación, se anexan las dimensiones de conflicto bajo las cuales se 
clasificó la información y sus subtipos de conflicto. Este cuadro se basa en las 
categorías de Dejusticia en la Encuesta de Necesidades Jurídicas Insatisfechas, 
con algunas modificaciones propias.



Trabajo

•	 Reconocimiento de existencia de 
contrato de trabajo

•	 Pago de salario, factores salariales o 
prestaciones sociales

•	 -erminación del contrato. Por ejemplo, 
despido sin justa causa o el no pago 
de indemnización

•	 Las condiciones laborales. Por 
ejemplo, horas extra, subsidio de 
transporte, vacaciones, afiliación 
a seguridad social o pensiones o 
cesantías, primas legales, la licencia 
de maternidad o paternidad

•	 Accidentes de trabajo

•	 La organización de sindicatos, huelgas 
o convenciones laborales

•	 Discriminación

•	 Acoso laboral

Salud

•	 Afiliación a servicios de salud

•	 La atención o prestación de servicios 
de salud. Por ejemplo, suministro 
de medicinas, asignación de citas, 
autorización de procedimientos, 
asignación del médico adecuado

•	 Errores médicos que le causaron a 
usted daños o prejuicios

•	 Interrupción voluntaria del embarazo

•	 Haber sido obligado a practicarse 
tratamiento u operación

•	 Discriminación por parte de alguna 
persona prestadora del servicio de 
salud  

•	 Agresiones por parte de alguna 
persona prestadora del servicio de 
salud 

Vivienda

•	 El contrato o acuerdo de arrendamiento 
de la vivienda donde reside como 
inquilino

•	 La propiedad, posesión o tenencia de 
su vivienda 

•	 Daños o imperfectos en vivienda

•	 Altercados vecinales

•	 Servicios públicos

Familia

•	 Separación de su pareja, divorcio, 
liquidación o definición de asuntos 
patrimoniales

•	 Definición de custodia o patria 
potestad y régimen de visitas de los 
hijos

•	 Mantenimiento y alimentación de los 
hijos o de otros miembros

•	 Herencia de un familiar

•	 Desconocimiento de derechos 
familiares por parte de la familia del 
cónyuge o compañero permanente

•	 Agresiones familiares 



Asuntos con el Estado

•	 Discriminación por parte de un 
funcionario público

•	 Discriminación de la policía o las 
fuerzas militares 

•	 Negación para la obtención de 
documentos o para la realización de 
un trámite

•	 Auxilios por COVID-19

•	 Dificultades relacionadas con el 
cambio de nombre y componente 
sexo de la cédula 

Pensiones

•	 Dificultades en el reconocimiento de 
la pensión de sobrevivencia 

•	 Dificultades en el reconocimiento de 
la pensión de invalidez 

Espacio público

•	 Actos de discriminación 

Establecimientos abiertos al público

•	 Actos de discriminación 

Redes sociales

•	 Actos de discriminación 

Educación

•	 Inscripción y entrada a institución 
educativa

•	 Prestación inadecuada del servicio en 
relación con necesidades específicas 
de la persona

•	 Sanción injusta cometida contra 
usted o sus hijos/as por la institución 
educativa. Por ejemplo, falta de pago, 
embarazo de estudiante, condición 
religiosa, orientación sexual o 
identidad de género diversa

•	 Desconocimiento de la orientación 
sexual y/o identidad de género

•	 Discriminación cometida contra 
usted o sus hijos/as

•	 Agresiones por parte de profesores, 
directivos y/o estudiantes de la 
institución educativa cometidos 
contra usted o sus hijos/as

Asuntos económicos y patrimoniales

•	 El pago de dinero que le deben

•	 El pago de deudas con bancos o con 
otras entidades financieras

•	 El pago de deudas con personas 
diferentes a bancos o entidades 
financieras. Por ejemplo, gota a gota. 

•	 Incumplimiento de otros contratos. Por 
ejemplo, contratos de compraventa, 
societarios, prestación de servicios, 
seguros, arrendamiento como dueño 
del bien arrendado. 

•	 Pago de daños o perjuicios causados 
por otras personas o entidades. Por 
ejemplo, en accidentes de tránsito

•	 Mala calidad de bienes o servicios 
adquiridos. Por ejemplo, productos 
defectuosos, propaganda engañosa, 
garantías de calidad, etc



3. CONFLICTOS DE PERSONAS LGBt
Entre 2018 y 2020, Colombia Diversa registró 327 consultas en donde se 

identificó algún tipo de conflicto vivido por una persona LGBT. De este total, 
las mayores consultas fueron recibidas por parte de hombres gay (139 casos), 
seguido de mujeres lesbianas (77), personas a las que no se pudo determinar 
su orientación sexual o identidad de género (65), mujeres trans (21), hombres 
trans y mujeres bisexuales (12 casos cada uno), y hombre bisexual (1). Aunque 
los hombres gays son quienes reportaron más conflictos, esto no quiere decir 
que presentan una mayor conflictividad respecto de las demás personas LBT, 
sino que son ellos quienes más consultan a Colombia Diversa. 

Por su parte, los conflictos más recurrentes que se registraron fueron los 
familiares (126 casos), los relacionados con el trabajo (54), los asuntos con el 
Estado (51), los servicios de salud (32) y los relacionados con la vivienda (16).

En la mayoría de los casos no hay información sobre el departamento o 
municipio de donde viven las personas LGBT que realizaron estas consultas 
(145 casos). Aquellos que sí quedaron registrados muestran que la mayoría 
de los casos se reportaron en Bogotá D.C. (77 casos), Valle del Cauca (16), 
Antioquia (12) y Tolima (9). Los municipios con más conflictos registrados 
fueron Bogotá D.C. (77), Cali (11), Medellín (9) e Ibagué (8).

Ilustración 1. Número de consultas por conflictos que afectan a las personas LGBT por orientación 
sexual o identidad de género

Fuente: Colombia Diversa



Fuente: Colombia Diversa

En el caso de los hombres gays, el porcentaje de conflictos familiares dentro 
de su universo de conflictos fue del 35%, seguido del trabajo (18,5%) y el 
Estado (16,4%). Así mismo, el porcentaje de conflictos familiares para mujeres 
lesbianas fue del 55,8%, el de conflictos con el trabajo fue del 19,4% y de 
conflictos con el Estado fue de 10,3%. Finalmente, para las personas LGBT 
que no se pudo determinar su OSIG, sus conflictos familiares representaron 
el 55,8% del total de sus conflictos, seguido de los conflictos con el trabajo 
(20%) y con el Estado (15,3%).

Por su parte, las mujeres trans enfrentaron más conflictos con el Estado 
(33,3%) y con los servicios de salud (28,5%). Los hombres trans enfrentaron 
más conflictos relacionados con asuntos con el Estado (33,3%), familiares y 
en el ámbito educativo (cada uno representó el 25%). Por último, las mujeres y 
hombres bisexuales tuvieron, en su gran mayoría, conflictos familiares (100% 
para los hombres y 91,6% para las mujeres). 

Finalmente, del total de conflictos registrados, el 50,46% no contó con 
información suficiente para determinar si estuvo motivado por el prejuicio, el 
41,2% estuvo motivado por el prejuicio hacia la orientación sexual e identidad 
de género, y el 8,2% tuvo otro motivo distinto del prejuicio. 

Ilustración 2. Número de consultas por conflictos que afectan a las personas LGBT por 
dimensiones de conflicto



Fuente: Colombia Diversa

Ilustración 3. Conflictos que afectan a las personas LGBT por orientación sexual o identidad de 
género apilados al 100%

Conflictos familiares 

En el ámbito familiar, los tipos de conflicto que más se registraron 
fueron las agresiones familiares (56 casos), la separación de su pareja, 
divorcio, liquidación o definición de asuntos patrimoniales (28 casos) y la 
definición de custodia o patria potestad y régimen de visitas de los hijos 
(24 casos). Quienes presentaron más conflictos asociados a las relaciones 
familiares fueron los hombres gays con 49 casos, seguidos de las mujeres 
lesbianas con 43 casos, las personas a las que no se pudo determinar su 
OSIG con 17 casos y las mujeres bisexuales con 11 casos.

Los hombres gays y las mujeres lesbianas son quienes presentaron más 
agresiones familiares (23 casos para gays; 19 casos para lesbianas) y más 
separaciones de sus parejas, divorcios, liquidación o definición de asuntos 
patrimoniales (14 para lesbianas; 9 para gays). Asimismo, las mujeres 
lesbianas (8 casos) y las mujeres bisexuales (5 casos) registraron más 
conflictos con la definición de custodia o patria potestad y régimen de 
visitas de los hijos.

Dado que los hombres gays y las mujeres lesbianas son quienes más 
consultaron a Colombia Diversa y, por lo tanto, de quienes se cuenta con 
un mayor registro de conflictos, es necesario analizar los subtipos de 
conflictos familiares que enfrentó cada grupo poblacional con base en 

Fuente: Colombia Diversa

Ilustración 3. Conflictos que afectan a las personas LGBT por orientación sexual o identidad de 
género apilados al 100%



Fuente: Colombia Diversa

Ilustración 5. Tipos de conflictos en el ámbito familiar por orientación sexual o identidad de género 
apilados al 100%

Fuente: Colombia Diversa

Ilustración 4. Tipos de conflictos en el ámbito familiar por orientación sexual o identidad de género.



su universo de conflictos de familia. Por ejemplo, quienes más enfrentaron 
agresiones familiares fueron las mujeres trans (100% del total de sus conflictos 
familiares), seguido de los hombres trans (66,6%), los gays (46,9%), las 
lesbianas (44,1%) y las mujeres bisexuales (27,7%).

Por su parte, quienes más enfrentaron conflictos relacionados con 
la separación de su pareja, divorcio, liquidación o definición de asuntos 
patrimoniales fueron las mujeres lesbianas (32,5%). Las mujeres bisexuales 
fueron quienes más presentaron conflictos relacionados con la definición de 
custodia o patria potestad y régimen de visitas de los hijos (45% del total de 
sus conflictos familiares), seguido de los hombres trans (33,3%). Finalmente, 
los hombres gays fueron los únicos que experimentaron conflictos con la 
herencia de un familiar (22,4%). A continuación, se ahondará en dos de los 
conflictos familiares más recurrentes. 

Agresiones familiares 

Las agresiones familiares comprenden agresiones verbales, psicológicas 
y físicas. Como se mencionó anteriormente, quienes reportan más casos de 
agresiones familiares fueron los hombres gays (23) y las mujeres lesbianas 
(19).

Ahora bien, cuando se analiza cada grupo poblacional con base en su 
universo total de conflictos familiares, los conflictos de mujeres trans fueron 

Fuente: Colombia Diversa

Ilustración 6. Agresiones familiares por orientación sexual o identidad de género 

casos de violencia psicológica, que se materializó en el abandono y/o exclusión 
por parte de su grupo familiar. Así mismo, los hombres trans fueron víctimas 
de agresiones psicológicas, verbales y físicas perpetradas por sus familiares. 

Por otra parte, para el caso de los hombres gays, estas agresiones se dieron 
entre ex cónyuges o compañeros permanentes, o entre miembros de la familia 
y, para el caso de las mujeres lesbianas, los victimarios suelen ser la familia, 
ex cónyuges o ex compañeros permanentes (algunas de estas mujeres, otras 



Para las mujeres lesbianas y bisexuales, estos conflictos se dieron entre (i) ex 
cónyuges o compañeros permanentes con quienes tuvieron un hijo/a, o (ii) entre 
los padres y esa persona. En algunos de estos casos hubo un móvil prejuicioso, 
en tanto se cuestionó la idoneidad de la madre y, por ende, la capacidad para 
tener la custodia o patria potestad, debido a su orientación sexual. Por ejemplo, 
en los conflictos de mujeres bisexuales, la custodia se estuvo disputando con 
ex cónyuges o compañeros permanentes hombres que, al enterarse que esa 
persona tenía una nueva pareja y era mujer, querían quedarse con la custodia 
o patria potestad del menor. Para el caso de mujeres que se identificaron 
como lesbianas, algunos de los casos fueron de ex cónyuges o compañeros 
permanentes hombres, y otros fueron disputas entre sus padres y ellas.

Cuando estos casos se llevan a la justicia formal, el prejuicio se mantiene. 
Los funcionarios que administran justicia parten de un modelo tradicional 
de familia, en el que se prefiere “al padre o madre heterosexual sobre el otro, 
bajo la consideración de que es la familia heterosexual cisgénero la que mejor 
protege el interés superior del menor”1. Por ejemplo, tal y como lo registró 
Colombia Diversa, 

“Una madre citada ante el ICBF sin que le hayan informado previamente los motivos 
de la solicitud que motivó la audiencia ni que ese día debía llevar testimonios, cuando 
llegó observó que estaban llegando la mamá y la hermana del padre, quienes fueron 

1	  Colombia Diversa, Familias bajo sospecha. La batalla por la igualdad de las parejas del mismo sexo 
y familias diversas en Colombia, p. 46. Disponible en: http://www.colombiadiversa.org/familiasbajosos-
pecha/familias.pdf  

hombres) o parejas actuales. Del total de estos casos, el 50% estuvieron 
motivados por el prejuicio hacia la orientación sexual o identidad de género 
de las víctimas, y el otro 50% no contaba con información suficiente para 
determinar si estuvo motivado por el prejuicio. 

Separación de su pareja, divorcio, liquidación o definición de asuntos 
patrimoniales

Las mujeres lesbianas son las que, dentro de su universo de conflictos 
familiares, presentaron un mayor porcentaje de conflictos relacionados 
con la separación de su pareja, divorcio, liquidación o definición de asuntos 
patrimoniales (32%). Las personas LGBT a las que no se les pudo determinar 
su orientación sexual o identidad de género (23,5% del total de sus conflictos 
familiares), junto con los hombres gays (18,3% del total de sus conflictos 
familiares) también presentaron este subtipo de conflicto. 

Definición de custodia, patria potestad y régimen de visitas de los hijos

Los conflictos relacionados con la custodia, patria potestad y régimen de 
visitas de los hijos ocuparon un porcentaje considerable en el universo de 
conflictos familiares de las mujeres lesbianas, bisexuales y hombres trans. 
Del total de estos conflictos, el 50% estuvo motivado por el prejuicio hacia la 
orientación sexual o identidad de género, el 45,8% no contaba con información 
suficiente, y el 4,1% tenía un motivo distinto del prejuicio. 



escuchadas sin que la madre conociera su testimonio. Al conocer que el padre 
consumía droga, la funcionaria les dijo que iba a tomar medidas drásticas, y finalmente 
le informó que la custodia le era asignada a la abuela paterna. Llegando incluso a 
decirle a la madre que era peor que tuviera una pareja porque el núcleo familiar era 
el conformado por un hombre y una mujer. La funcionaria ante el requerimiento 
escrito de las copias de la decisión le informa a la madre que no es posible que ella 
conozca esa parte del expediente porque tiene carácter de reservado en virtud del 
secreto profesional e involucrar el derecho a la privacidad e intimidad de terceras 
personas”2. 

Conflictos en el trabajo 

Las personas LGBT que enfrentaron conflictos relacionados con el trabajo 
fueron los hombres gays (26 casos), mujeres lesbianas (15), personas LGBT 
a las que no se les pudo determinar su OSIG (13) y mujeres trans (1). Los 
conflictos que enfrentaron fueron el acoso laboral (31 casos), seguido de la 
terminación del contrato (10), las condiciones laborales (6), discriminación3 
(6), el pago de salario, factores salariales o prestaciones sociales (1) y otro (1).

Como se ha mencionado antes, dado que los gays y las lesbianas son quienes 
consultaron más a Colombia Diversa, es necesario analizar los subtipos de 
conflicto dentro del universo de conflictos laborales por grupo poblacional. 
En ese sentido, quienes más enfrentaron situaciones de acoso laboral fueron 
2	  Ibíd.
3	  Esta categoría hace referencia a casos donde la persona fue víctima de algún tipo de discrimina-
ción, pero la información del hecho no permite establecer si se alcanza a configurar algún tipo de acoso 
laboral u otro subtipo de conflicto. 

Fuente: Colombia Diversa

Ilustración 7. Tipos de conflictos en el ámbito laboral por orientación sexual o identidad de género



Fuente: Colombia Diversa

Ilustración 8. Tipos de conflictos en el ámbito laboral por orientación sexual o identidad de género 
apilados al  100% las mujeres lesbianas (73,3% de su universo de conflictos laborales), los 

hombres gays (57,6%) y las personas a las que no se pudo determinar su OSIG 
(38,4%). Así mismo, quienes más enfrentaron conflictos por la terminación de 
su contrato fueron los hombres gays (26,9%) y las personas LGBT de las que 
no se pudo determinar su OSIG (23%). Por su parte, quienes más enfrentaron 
discriminación fueron las mujeres trans (100% de todos sus conflictos de 
trabajo), mientras que este subtipo de conflicto fue muy bajo para el resto de las 
poblaciones. Finalmente, quienes tuvieron conflictos frente a sus condiciones 
laborales fueron las mujeres lesbianas (20%), mientras que para los hombres 
gays esto sólo significó un 3% del total de conflictos con el trabajo.

De todos los conflictos laborales registrados, el 51% estuvo motivado por 
el prejuicio hacia la orientación sexual o identidad de género, el 45,4% no 
contaban con información suficiente para determinar si estuvo motivado por 
el prejuicio, y el 4,6% tenía otro motivo distinto del prejuicio. Ahora bien, 
de todos los conflictos de acoso laboral, el 77,42% estuvo motivado por el 
prejuicio hacia la orientación sexual e identidad de género y el 22,5% no tenía 
información suficiente. Mientras que, en los conflictos por terminación del 
contrato, el 90% no tenía información suficiente y sólo el 10% estuvo motivado 
por el prejuicio. Finalmente, en los conflictos por las condiciones laborales, el 
66,6% no cuenta con información suficiente, el 16% fue por motivos distintos 
del prejuicio y el restante (16%) estuvo motivado por el prejuicio hacia la OSIG.



Por último, las poblaciones que más tuvieron conflictos de trabajo motivados 
por el prejuicio fueron los gays (16 casos de 26 estuvieron motivados por el 
prejuicio) y las lesbianas (8 casos de 15 estuvieron motivados por el prejuicio). 

Fuente: Colombia Diversa

Ilustración 9. Tipos de conflictos en el ámbito laboral por presunto móvil apilados al 100%

Asuntos con el Estado 

Las personas LGBT que enfrentaron conflictos relacionados con el Estado 
fueron los hombres gays (22 casos), las personas LGBT a las que no se les pudo 
determinar su OSIG (10), las mujeres lesbianas (8), las mujeres trans (7) y los 
hombres trans (4). Dado que las personas gays, lesbianas y a quienes no se les 
pudo determinar su OSIG son quienes más consultaron a Colombia Diversa 
y, por lo tanto, reportan más casos, lo cierto es que este tipo de conflictos 
representaron un gran porcentaje de todos los conflictos que enfrentaron las 
mujeres y hombres trans.

Los conflictos que enfrentaron fueron (i) la negación en la obtención de 
documentos o en la realización de un trámite (18 casos), (ii) dificultades 
relacionadas con el cambio de nombre y componente sexo de la cédula (13), 
(iii) discriminación por parte de un funcionario público (9), (iv) dificultades en 
la solicitud de la visa, (v) discriminación de la policía o las fuerzas militares, 
(vi) dificultades para solicitar la libreta militar, (vii) auxilios de Covid-19 y 
(viii) contratación estatal.

Del universo de conflictos con el Estado, quienes más enfrentaron 
negaciones en la obtención de documentos o en la realización de un trámite 
fueron las mujeres lesbianas (100% de su universo de conflictos estatales) y 
de los gays (40,9%). Además, quienes presentaron dificultades en relación con 



el cambio de nombre y componente sexo de la cédula fueron las mujeres trans 
(71,4%), las personas a las que no se les pudo determinar la OSIG (60%) y los 
hombres trans (50%). Por su parte, quienes presentaron más situaciones de 
discriminación por parte de un funcionario público fueron las personas a las 
que no se les pudo determinar la OSIG (30%), los gays (22,7%) y las mujeres 
trans (14,2%). 

Del total de casos, el 62,7% de estos conflictos no cuenta con información 
suficiente para determinar si estuvieron motivados por el prejuicio, el 25,4% 
estuvieron motivados por otra razón distinta del prejuicio y el 11,7% estuvo 
motivado por el prejuicio hacia la orientación sexual o identidad de género. 
No obstante, en bastantes casos, especialmente aquellos en los que hubo una 
negación en la obtención de documentos o en la realización de un trámite, 
las entidades desconocieron la ley o la jurisprudencia, y además incurrieron 
en comportamientos que vulneraron los derechos de las personas LGBT. 
Estos comportamientos, a grandes rasgos, fueron: (i) paseos burocráticos, (ii) 
desinformación y confusión, (iii) requisitos adicionales y (iv) dependencia de 
la buena voluntad de los funcionarios4. 

4	  Estas categorías fueron tomadas del informe Familias bajo sospecha de Colombia Diversa, en el 
que se narra las barreras que enfrentan las parejas del mismo sexo en Colombia. No obstante, para este 
informe, estas categorías fueron ampliadas para las personas LGBT en general. 

Fuente: Colombia Diversa

Ilustración 10. Tipos de conflictos con el Estado por orientación sexual e identidad de género



Paseos burocráticos 

Los paseos burocráticos hacen referencia al uso de mecanismos para 
postergar las solicitudes de las personas LGBT. Así, se ven sometidas a 
“dilaciones injustificadas, sustentadas en un aparente desconocimiento 
generalizado por parte de los funcionarios, su aplicación ‘especial’, el alcance 
y la competencia de cada funcionario o funcionaria e institución”5. Este paseo 
burocrático se caracteriza, además, por imponer más dificultades a un trámite 
que no suele tenerlas cuando se trata de personas cisgénero y heterosexuales. 
Por ejemplo, para el caso de los matrimonios o las uniones maritales de hecho, 
muchas de las consultas relataban que se veían sometidas a trámites que 
terminaban por retrasar su declaración de la unión o la posibilidad de casarse. 
Particularmente, en uno de los casos relataban que les habían transferido la 
llamada a distintas áreas dentro de la notaría, y que cada persona les daba 
una información distinta. Al final, colgaron la llamada y nunca atendieron la 
solicitud. 

Para el caso de personas trans que deseaban cambiar su nombre y 
componente sexo de sus documentos legales, una de las dificultades que 
enfrentaron fue poder ser atendidas en la Notaría. En un caso en particular, 
una Notaría nunca atendió a una mujer trans y ella tuvo que pedirle el favor 

5	  Colombia Diversa, Familias bajo sospecha. La batalla por la igualdad de las parejas del mismo sexo 
en Colombia, p. 8. Disponible en: http://www.colombiadiversa.org/familiasbajosospecha/familias.pdf 

Fuente: Colombia Diversa

Ilustración 11. Tipos de conflictos con el Estado por orientación sexual o identidad de género 
apilados al 100%



Requisitos adicionales

Esto ocurre cuando “se piden requisitos no previstos en las sentencias 
ni en la ley”7. En un caso de una pareja del mismo sexo, en la Notaría les 
informaron que, para llevar a cabo su matrimonio, necesitaban una sentencia 
o permiso especial. En otros casos, les informaban que necesitaban acreditar 
una convivencia mínima de dos años para que se pudiera declarar la Unión 
Marital de Hecho, lo cual no es necesario para dicha declaratoria sino para la 
conformación de la sociedad patrimonial de hecho. 

Dependencia a la “buena voluntad” del funcionario

Esto sucede cuando se depende de un funcionario o funcionaria para que 
las personas LGBT puedan acceder a sus derechos, y “se ven forzadas a acudir 
sólo a determinados lugares o a rastrear la ubicación de la persona que no les 
imponga obstáculos”8. A raíz de los requisitos adicionales, de la información 
confusa y de los paseos burocráticos, en muchas de las consultas se solicitaba 
por información de notarías en las que pudieran llevar a cabo sus trámites sin 
algún tipo de barreras.

7	  Ibíd. 
8	  Ibíd. 

a un familiar para que solicitara una cita.  Luego, cuando pudo acceder al 
trámite, la Notaría no realizó el procedimiento de manera adecuada. En otra 
situación similar, le informaron a la persona que, por la pandemia, no estaban 
atendiendo en las Notarías, por lo que debía esperar. 

Desinformación y confusión 

Esto sucede cuando los funcionarios o funcionarias afirman que no tienen 
claridad sobre el caso, sus procedimientos, los documentos requeridos o la 
inexistencia de formatos particulares para personas LGBT6. En bastantes casos, 
particularmente frente al matrimonio, la unión marital de hecho, el registro 
de hijos de parejas del mismo sexo y el cambio de documentos legales para 
personas trans, muchos funcionarios públicos manifestaron que legalmente 
no era procedente su solicitud o que no existían normas que acobijaran su 
caso. En otros casos, aunque no les negaban el servicio, les proporcionaron 
información confusa. Esta situación se agravaba cuando consultaban otras 
notarías, ya que les brindaban información distinta y errónea. Particularmente, 
para el caso de registro de hijos o hijas de parejas de mujeres lesbianas, varias 
notarías les decían que no era posible registrar al menor con los apellidos de 
ambas y que debían iniciar un proceso de adopción para que el menor pudiera 
tener el apellido de la persona que no llevó a cabo el embarazo. 

6	  Ibíd. 



En Colombia existe un amplio desarrollo normativo con el fin de tramitar 
las distintas necesidades jurídicas de sus habitantes. Sin embargo, para las 
personas LGBT, estas rutas de acceso a la justicia suelen ser insuficientes, 
y no cuentan con un enfoque diferencial que responda a las necesidades y 
contextos particulares que enfrentan. En este acápite se analizarán las rutas 
de acceso a la justicia existentes para los dos tipos de conflicto más recurrentes 
de las personas LGBT que acudieron a Colombia Diversa: los conflictos 
familiares (particularmente las agresiones familiares) y los conflictos en el 
trabajo (particularmente las agresiones que constituyen acoso laboral). Las 
rutas presentadas son los mecanismos jurídicos idóneos para tramitar dichos 
conflictos. Así mismo, el análisis de estas rutas se basa en información e 
investigaciones previas de Colombia Diversa, otras organizaciones de la 
sociedad civil y entidades del Estado. 

Como se verá a continuación, a pesar de que formalmente hay un entramado 
de justicia robusto, las leyes no cuentan con un enfoque de género y, en general, 
con enfoques diferenciales que permitan interpretar y analizar adecuadamente 
los casos de personas LGBT. Además, los funcionarios que administran justicia 
cuentan con prejuicios y estereotipos que impiden que los casos de personas 
LGBT sean tramitados de forma adecuada. Esto demuestra la insuficiencia del 

aparato de justicia para resolver a los conflictos que esta población enfrenta. 
Más aún, esto puede llegar a aumentar sus factores de vulnerabilidad e, incluso, 
en ocasiones resulta en un escalamiento de la violencia. 

Rutas de acceso a la justicia en conflictos familiares

Los conflictos familiares cuentan con diversas rutas de acceso a la justicia 
para tramitar estos conflictos. Frente a las agresiones familiares, la Ley 1257 
de 2008 contempla una serie de medidas de protección en caso de ser víctima 
de violencia intrafamiliar y violencia basada en género. Así mismo, el Código 
Penal contempla el delito de violencia intrafamiliar en su artículo 229. En ese 
sentido, quien acuda a una Comisaría de Familia o, a falta de esta, al Juez Civil 
Municipal o Promiscuo Municipal, podrá denunciar los hechos de violencia de 
los que ha sido víctima y, con esto, la autoridad competente podrá imponer 
una medida de protección y deberá remitir estos casos a la Fiscalía General de 
la Nación para que investigue1. 

Particularmente, la Ley 1257 de 2008 consigna en su artículo 17 que la 
autoridad competente podrá ordenar las siguientes medidas de protección: 

i)	 Ordenar al agresor de abstenerse de realizar la conducta objeto de la queja u 
otra similar, 

ii)	 Ordenar al agresor el desalojo de la vivienda que comparte con la víctima, 

iii)	 Ordenar al agresor abstenerse de penetrar en cualquier lugar donde se encuentre 
la víctima,

1	  Colombia. Congreso de la República. Ley 1257 de 2008. Artículo 17. Parágrafo 3. Disponible en: 
https://www.rednacionaldemujeres.org/phocadownloadpap/ley%201257%20de%202008.pdf 
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iv)	 Prohibir al agresor esconder o trasladar de la residencia a los niños, niñas y 
personas con discapacidad que se encuentren en situación de indefensión,

v)	 Obligar al agresor a acudir a un tratamiento reeducativo y terapéutico, 

vi)	 Ordenar al agresor el pago de los gastos de orientación y asesoría jurídica, 
médica, psicológica y psíquica que requiera la víctima, 

vii)	 Ordenar una protección temporal especial de la víctima por parte de las 
autoridades de policía, tanto en su domicilio como en su lugar de trabajo, si lo tuviere, 

viii)	 Ordenar a la policía a que acompañe a la víctima a ingresar a su vivienda cuando 
ella se haya visto en la obligación de salir para proteger su seguridad, 

ix) Decidir provisionalmente el régimen de visitas, la guarda y custodia de los hijos 
e hijas si los hubiere,

x)  Suspender la tenencia, porte y uso de armas al agresor. En caso de que estas 
sean indispensables para el ejercicio de su profesión u oficio, la suspensión deberá 
ser motivada, 

xi) Decidir provisionalmente quién tendrá a su cargo las pensiones alimentarias, 

xii) Decidir provisionalmente el uso y disfrute de la vivienda familiar, 

xiii)  Prohibir, al agresor la realización de cualquier acto de enajenación o gravamen de 
bienes de su propiedad sujetos a registro, si tuviere sociedad conyugal o patrimonial 
vigente, 

iv) Ordenar al agresor la devolución inmediata de los objetos de uso personal, 
documentos de identidad y cualquier otro documento u objeto de propiedad o 
custodia de la víctima, 

v) Cualquiera otra medida necesaria para el cumplimiento de los objetivos de la 
presente ley.2

Así, el Comisario de Familia o el Juez podrá imponer una o varias de estas 
2	  Ibíd. Artículo 17. 

medidas de protección en casos de violencia intrafamiliar y violencia contra la 
mujer. Es más, podrá adoptar cualquier medida necesaria, así no se encuentre 
consignada en la ley, con el fin de mitigar la situación de violencia. 

No obstante, estas medidas de protección presentan varios inconvenientes. 
Una de las grandes barreras es la posibilidad de que la víctima efectivamente 
denuncie los hechos de violencia intrafamiliar. Las consecuencias de denunciar 
este tipo de violencias, como puede ser la pérdida de redes de apoyo y situaciones 
de desprotección, ocasionan que muchas de las víctimas LGBT no denuncien 
y se vean sometidas a ambientes prejuiciosos, con amenazas, celos, control, 
obsesión y violencia económica3. 

Así mismo, las Comisarías de Familia, que son las entidades encargadas de 
recibir estos casos, en muchas ocasiones no cuentan con una infraestructura 
adecuada, con equipos completos o con el conocimiento y sensibilización sobre 
las violencias basadas en género4. Las Duplas de Género de la Defensoría del 
Pueblo han identificado que, a pesar de que la Comisaría debe contar con un 
equipo interdisciplinario, en la mayoría de los casos esto no sucede. Además, 
los funcionarios y funcionarias suelen tener prejuicios que impiden ofrecer 
un servicio de justicia con enfoques diferenciales. Esto resulta preocupante si 

3	  Defensoría del Pueblo, Informe Defensorial Violencias Basadas en Género y Discriminación. p. 88. 
Disponible en: https://www.defensoria.gov.co/public/pdf/Violencias_basadas_en_genero_y_discrimina-
cion.pdf 
4	  Ibíd. P. 82. 



se tiene en cuenta que, de acuerdo con Medicina Legal, 163 personas LGBT 
fueron víctimas de violencia intrafamiliar en el 20195. Es decir, hay una oferta 
de servicios de justicia especializados que no está siendo suplida de forma 
adecuada. 

Para el caso de víctimas LGBT, existe una dificultad adicional para identificar 
al presunto agresor. Esta dificultad se debe a “i) carencia de sistemas de 
información que identifiquen y valoren la identidad de género u orientación 
sexual como factor victimizante”6, y ii) problemas por parte de las Comisarías 
de Familia para identificar si el móvil obedece al prejuicio hacia la orientación 
sexual o identidad de género. Esto ocurre porque los equipos de profesionales 
no aplican el enfoque diferencial cuando reciben y valoran los casos. Así, los 
funcionarios “no tienen en cuenta si alguna de las personas involucradas es 
parte de los sectores LGBTI, y si esto constituye el motivo de la violencia, 
para seguir un protocolo de atención y de resolución pertinente y adecuado”7. 

Por otra parte, la Defensoría evidenció que, en muchos de los casos, 
las medidas de protección adoptadas no logran poner fin a la situación de 
violencia presentada. Esto lleva a cuestionar la integralidad de las medidas, o la 
posibilidad de que estén siendo adoptadas de manera aislada, y no como parte 

5	  Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses. Forensis. 2019. Disponible en: https://
www.medicinalegal.gov.co/cifras-estadisticas/forensis
6	  Ibíd. P. 88. 
7	  Ibíd. P. 89.  

de un proceso de prevención y protección contra la violencia intrafamiliar y 
la violencia contra la mujer8. Incluso, en algunos municipios las Comisarías de 
Familia reportan que la violencia intrafamiliar contra personas LGBT no existe, 
por lo que no hay rutas de atención diferenciadas para esta población9. Esta 
falta de información sobre violencia intrafamiliar en esta población, así como 
de las medidas de protección, obstaculiza la creación de políticas públicas 
que identifiquen el problema y adopten medidas de prevención y protección 
que le hagan frente a la situación. 

En general, las medidas de protección contra estas violencias son ineficaces 
para las personas LGBT, más aún cuando la violencia intrafamiliar viene de 
su grupo familiar. En estos casos, no sólo no es viable solicitarle a su grupo 
familiar que, por ejemplo, desaloje su vivienda, sino que esto puede escalar 
más la violencia. Además, si son ellos quienes proveen económicamente a 
la víctima, este tipo de medidas pueden ser contraproducentes. Incluso, en 
muchos de los casos las víctimas son obligadas a abandonar su hogar, sin que 
el Estado cuente con una infraestructura adecuada en sus casas refugio para 
recibir a todas estas personas LGBT. Esto, por lo tanto, aumenta sus factores 
de vulnerabilidad. 

En conclusión, la familia sigue siendo un espacio donde ocurren gran parte 

8	  Ibíd. P. 83. 
9	  Ibíd. P. 82. 



de las violencias que no son tramitadas por la justicia formal con efectividad. 
Aunque hay una amplia normatividad y desarrollo jurisprudencial, existen 
altos índices de impunidad para este tipo de conflictos, no hay suficientes 
profesionales capacitados que apliquen adecuadamente los enfoques 
diferenciales, las medidas de protección son aplicadas de forma aislada, y no 
hay un seguimiento adecuado de estas. Además, las figuras jurídicas para 
la protección ante estas violencias pueden resultar en conciliación o en la 
aplicación del principio de oportunidad, y no contemplan medidas que ayuden 
a erradicar el problema, como lo sería un enfoque de rehabilitación psicosocial 
del agresor10. Todo esto impide que se mitigue de manera efectiva la violencia 
intrafamiliar y exige que se fortalezcan los procesos institucionales con el fin 
de garantizar una vida libre de violencias. 

Rutas de acceso a la justicia en conflictos de trabajo 

Existen diversas rutas para tramitar los conflictos en el trabajo. Para las 
agresiones laborales, la Ley 1010 de 2006 regula el procedimiento a seguir. 
Así, esta Ley fue creada con el fin de prevenir, corregir y sancionar los 
comportamientos constitutivos de acoso laboral en el marco de un contrato de 
trabajo11. De acuerdo con su artículo 2, el acoso laboral debe entenderse como 

10	  Ibíd. p. 87. 
11	  Es decir, esta ley no puede ser aplicada en el ámbito de relaciones civiles y/o comerciales derivadas 
de contratos de prestación de servicios en los cuales no hay una subordinación o jerarquía. Tampoco se 
aplica a la contratación administrativa. Ley 1010 de 2006. Parágrafo del artículo 1. Disponible en: http://
www.bogotajuridica.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=18843 
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“toda conducta persistente y demostrable, ejercida sobre un empleado, 
trabajador por parte de un empleador, un jefe o superior jerárquico inmediato 
o mediato, un compañero de trabajo o un subalterno, encaminada a infundir 
miedo, intimidación, terror y angustia, a causar perjuicio laboral, generar 
desmotivación en el trabajo, o inducir la renuncia del mismo”12.

Así mismo, la Ley identifica de forma no taxativa las diferentes modalidades 
en las que el acoso laborar puede darse, como el maltrato laboral13, la 
persecución laboral14, la discriminación laboral15, el entorpecimiento laboral16, 
la inequidad laboral17 y la desprotección laboral18. 

12	  Colombia. Congreso de la República. Ley 1010 de 2006. Artículo 2. Disponible en: http://www.bo-
gotajuridica.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=18843 
13	  “Todo acto de violencia contra la integridad física o moral, la libertad física o sexual y los bienes de 
quien se desempeñe como empleado o trabajador; toda expresión verbal injuriosa o ultrajante que lesio-
ne la integridad moral o los derechos a la intimidad y al buen nombre de quienes participen en una rela-
ción de trabajo de tipo laboral o todo comportamiento tendiente a menoscabar la autoestima y la digni-
dad de quien participe en una relación de trabajo de tipo laboral”. Ley 1010 de 2006. Artículo 2. 
14	  “Toda conducta cuyas características de reiteración o evidente arbitrariedad permitan inferir el 
propósito de inducir la renuncia del empleado o trabajador, mediante la descalificación, la carga excesiva 
de trabajo y cambios permanentes de horario que puedan producir desmotivación laboral”. Ley 1010 de 
2006. Artículo 2. 
15	  “Todo trato diferenciado por razones de raza, género, origen familiar o nacional, credo religioso, 
preferencia política o situación social o que carezca de toda razonabilidad desde el punto de vista labo-
ral”.
16	  “Toda acción tendiente a obstaculizar el cumplimiento de la labor o hacerla más gravosa o retardar-
la con perjuicio para el trabajador o empleado. Constituyen acciones de entorpecimiento laboral, entre 
otras, la privación, ocultación o inutilización de los insumos, documentos o instrumentos para la labor, la 
destrucción o pérdida de información, el ocultamiento de correspondencia o mensajes electrónicos”. Ley 
1010 de 2006. Artículo 2. 
17	  “Asignación de funciones a menosprecio del trabajador”. Ley 1010 de 2006. Artículo 2. 
18	  “Toda conducta tendiente a poner en riesgo la integridad y la seguridad del trabajador mediante ór-
denes o asignación de funciones sin el cumplimiento de los requisitos mínimos de protección y seguridad 
para el trabajador”. Ley 1010 de 2006. Artículo 2. 

De igual forma, la Ley plantea, en su artículo 7, que hay acoso laboral 
cuando se “acredita la ocurrencia repetida y pública”19 de diversas conductas20. 
Dentro de esas se incluyen las agresiones físicas, las expresiones injuriosas o 
ultrajantes con insultos o con alusión a distintos elementos como el género21, 
los comentarios hostiles y humillantes, las bulas sobre la apariencia física 
o forma de vestir formuladas en público. Además, se hace referencia a i) la 
alusión pública a hechos íntimos de la persona, ii) la imposición de deberes 
extraños a las obligaciones laborales, iii) la exigencia de trabajar en horarios 
excesivos respecto a la jornada pactada de forma discriminatoria, iv) los tratos 
discriminatorios con ocasión a derechos y prerrogativas como también deberes 
y v) el uso de llamadas y datos que ofendan o sometan a aislamiento social 
entre otros. Todas estas conductas, establece la Ley 1010 de 2006 que cuando 
sean acreditadas y reiteradas, se presumirá que hay acoso laboral. 

La Ley, además, especifica que los agresores, en caso de que se configure 
acoso laboral, pueden ser los superiores jerárquicos a sus subordinados, entre 
trabajadores, o de trabajadores a sus respectivos superiores jerárquicos22.

19	  Ibíd. Art. 7. 
20	  Ibíd. 
21	  Ibíd. b) Las expresiones injuriosas o ultrajantes sobre la persona, con utilización de palabras soeces 
o con alusión a la raza, el género, el origen familiar o nacional, la preferencia política o el estatus social;
22	  COLOMBIA. Congreso de la República. Ley 1010 de 2006. Artículo 6. Disponible en: http://www.
bogotajuridica.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=18843



Ahora bien, la Ley contempla unos mecanismos preventivos, correctivos y 
sancionatorios ante los casos de acoso laboral. Como mecanismo preventivo, 
la Ley establece que cada empresa e institución, pública o privada, deberá 
crear mecanismos preventivos y procedimientos en casos de acoso laboral. 
Ejemplo de esto son los Comités de Convivencia Laboral, que fueron creados 
por la Resolución 652 de 2012 del Ministerio del Trabajo y son considerados 
como una medida preventiva al acoso laboral23. 

Frente a las acciones correctivas, la Ley estipula que, si se es víctima de 
acoso laboral, se deberá presentar la queja y con esto se activarán los recursos 
internos de la empresa o la institución, como el Comité de Convivencia Laboral. 
Este Comité recibirá la queja, junto con las pruebas que la soportan, luego 
escuchará a las partes involucradas y adelantará una conciliación para poner 
fin al acoso laboral.24

Por último, para las medidas sancionatorias, la Ley establece que, cuando 
el acoso laboral estuviere debidamente acreditado, procederán las sanciones 
correspondientes del artículo 10 de la mencionada norma. Esto lo deberá 
determinar un juez laboral para trabajadores privados o el Ministerio Público, 
las salas jurisdiccionales disciplinarias del Consejo Superior y de los consejos 
seccionales de la Judicatura para los servidores públicos25.
23	 Ibíd. Artículo 9. Numeral 1. 
24	  Ibíd. Artículo 9. Numeral 2 y 3. 
25	  Ibíd. Artículo 10. 

A pesar de todo lo anterior, esta Ley presenta diversas dificultades. En 
primer lugar, es una ley sin eficacia jurídica. Aunque ha habido un aumento de 
denuncias por acoso laboral26, es muy bajo el porcentaje que finaliza con una 
retribución a favor del denunciante. Además, al menos el 70% de las personas 
que son víctimas de acoso laboral no denuncia por miedo a perder su trabajo 
o porque desconocen sus derechos, y menos del 30% de las personas conocen 
la Ley 1010 de 200627.

Relacionado con lo anterior, resulta problemático el ámbito de aplicación de 
la Ley. Esta Ley solo protege las situaciones de acoso laboral en los casos en 
los que haya un contrato laboral. Además, aunque la Corte Constitucional ha 
reconocido que se puede aplicar a los contratos de realidad (es decir, aquellos 
contratos que, aunque eran de prestación de servicios en realidad son de 
trabajo)28, esto deja en una situación de vulnerabilidad a quienes cuentan con un 
(i) contrato de prestación de servicios, que son gran parte de la población con 
un trabajo formal, y de igual forma (ii) genera la necesidad de que se demuestre 
en primer lugar el contrato realidad, para luego si proceder a analizarse el 
acoso, lo que en la práctica resulta más complejo. De igual forma, mientras 
26	  En 2018 se presentaron 1406 casos en el Ministerio de Trabajo. Universidad Libre, “Más de 1.400 
casos de acoso laboral se han denunciado este año en Colombia”. 2018. Disponible en: http://www.uni-
libre.edu.co/bogota/ul/noticias/noticias-universitarias/3757-mas-de-1-400-casos-de-acoso-laboral-se-han-
denunciado-este-ano-en-colombia  
27	  Universidad Libre, “Más de 1.400 casos de acoso laboral se han denunciado este año en Colombia”. 
2018. Disponible en: http://www.unilibre.edu.co/bogota/ul/noticias/noticias-universitarias/3757-mas-de-
1-400-casos-de-acoso-laboral-se-han-denunciado-este-ano-en-colombia  
28	  Colombia, Corte Constitucional. Sentencia C-960 de 2007. M.P: Manuel José Cepeda Espinosa. 



que la persona ostente un contrato de prestación de servicios, sin haber sido 
declarado como laboral por un juez, no podrá acceder a los mecanismos de la 
Ley 1010 de 2006. Todo esto puede incidir directamente en la baja denuncia 
de las conductas constitutivas de acoso laboral. 

Por otra parte, la Ley exige que el acoso sea debidamente acreditado, es decir, 
que la conducta sea demostrable. Esto resulta problemático, ya que el acoso 
laboral suele ser invisible o difícil de demostrar, por lo que muchas querellas 
terminan siendo desestimadas por falta de pruebas29. Esta dificultad aumenta 
en casos de discriminación y/o violencia por prejuicio hacia la orientación 
sexual e identidad de género30, ya que muchas de las agresiones pueden ser 
29	  GARZÓN LANDINEZ, Tary Cuyana. Críticas y perspectivas de la Ley 1010 de 2006. Una aproxi-
mación desde la definición jurídica y psicológica del acoso laboral. Bogotá: Editorial del Rosario, Facul-
tad de Jurisprudencia. 2013. 215 p. ISBN 978-958-738-395-9. Disponible en: https://www-digitaliapubli-
shing-com.ezproxy.uniandes.edu.co:8443/visor/46571 
30	  La Corte Constitucional de Colombia ha venido estableciendo que en relación con la discrimina-
ción, es tan difícil de probar que incluso en ocasiones genera presunciones de discriminación con el ob-
jetivo de trasladar la carga de la prueba a demandados. Esta conducta no suele ser aplicada a nivel admi-
nistrativo o laboral, lo que muchas veces da como consecuencia que sea la víctima quien deba demostrar 
la discriminación. 
 Ver: 
Artículo 167 del Código General del Proceso;
Sentencias T-691 de 2012 ““Uno de los retos más complejos que plantea la protección frente a actos de 
discriminación, es su prueba. La jurisprudencia ha resaltado, también desde su inicio, que una de las 
principales garantías en los casos en los que se produce un acto de discriminación, consiste precisamen-
te en que se invierta la carga de la prueba, en especial cuando se trata de personas que alegan haber 
sido sometidas a tal trato, con base en una categoría sospechosa de discriminación o cuando se trata de 
personas en situación de sujeción o indefensión.”
Sentencia T-141 de 2015 donde se consideró que “Ante las dificultades que puede comportar la prueba 
de los actos discriminatorios, la jurisprudencia constitucional ha establecido como regla la inversión de 
la carga de la prueba en aquellos eventos en los que se controvierte la existencia de un tratamiento dis-
criminatorio basado en alguna de las categorías sospechosas a las que antes se hizo alusión o cuando se 
trata de personas en situación de sujeción o indefensión.”
La Sentencia T-291 de 2016 también reiteró la aplicación de la carga dinámica de la prueba en el caso de 
un hombre gay que fue discriminado en un centro comercial. 

comentarios, chistes y acciones prejuiciosas que se encuentran normalizadas 
y, en algunos casos, las agresiones provienen de todo el equipo de trabajo, por 
lo que es muy difícil obtener testimonios.

Adicionalmente, los procesos inician en los Comités de Convivencia Laboral, 
sin que sus integrantes cuenten con lineamientos técnicos sobre cómo abordar 
los casos de prejuicio hacia la orientación sexual e identidad de género, ni con 
un conocimiento que permita analizar los casos con enfoques diferenciales. 
Esto genera preguntas como:

(a) si chistes recurrentes homofóbicos son discriminatorios 

(b) alusiones sobre la apariencia física de una persona trans o tocarle su cabello 
sin consentimiento 

(c) la alusión a las prácticas sexuales de la persona o incluso revelar su orientación 
sexual o identidad de género (coloquialmente ‘sacarla del closet’)

(d) fijar tareas laborales basándose en prejuicios sobre la orientación sexual

(e) exigir pruebas de VIH a hombres homosexuales

(f) desconocer la identidad de género a la hora de asignar uniformes

(g) cuestionar la bisexualidad o la homosexualidad de una persona

(h) advertir a una persona que no traiga a su pareja del mismo sexo a eventos 
del empleador 

(i) cuestionar la aplicación de licencias o beneficios corporativos asociados a 
la familia, por su composición. 

(j) rehusarse a utilizar nombres, pronombres y reconocer géneros identitarios 



Esto, entre otras conductas, se convierten en circunstancias que, sin un 
enfoque y lineamiento adecuado, pueden resultar irrelevantes o inconsecuentes 
por lo cual no se analizan como posibles formas de acoso. Lo anterior no 
sólo coincide con el bajo número de casos favorables al demandante31, que 
genera una alta impunidad en los casos de acoso, sino que además demuestra 
la imposibilidad de la Ley para hacerle frente a estas conductas de forma 
adecuada. De igual forma, para muchas personas LGBT, que además son 
víctimas de acoso, tener que revelar su orientación sexual o identidad de 
género a terceros, como al Comité de Convivencia Laboral, si no existen unas 
garantías y enfoques mínimos, resulta un costo demasiado alto que no pueden 
soportar. 

Por otra parte, en los casos de acoso laboral es esencial la valoración 
psicológica y médica para diagnosticar los síntomas, daños y efectos del 
acoso. Sin embargo, precisamente la medicina y la psicología históricamente 
han patologizado a las personas LGBT. En ese sentido, puede existir un riesgo 
alto de que en virtud de esos prejuicios y patologización (i) no consideren 
que acciones que constituyen acoso motivadas por OSIG sean acoso sino 
simplemente opiniones, realidades, o cuestionamientos legítimos, (ii) que se 
patologicen las orientaciones sexuales e identidades de género no normativas 

31	  Universidad Libre, “Más de 1.400 casos de acoso laboral se han denunciado este año en Colombia”. 
2018. Disponible en: http://www.unilibre.edu.co/bogota/ul/noticias/noticias-universitarias/3757-mas-de-
1-400-casos-de-acoso-laboral-se-han-denunciado-este-ano-en-colombia  

de las víctimas, donde se traslade el análisis del acoso y su impacto a un 
segundo plano y se evalúe la OSIG de la víctima, (iii) que existan valoraciones 
que estén contaminadas por el prejuicio hacia la OSIG y que impidan dan un 
diagnóstico adecuado, por ejemplo, asumir que una mujer trans que vive acoso 
laboral, y presenta estrés laboral o depresión, se asuma que es su tránsito de 
género o su experiencia de vida trans, la que desencadena ese diagnóstico. 

Finalmente, hay un vacío de información sobre las personas LGBT en 
el ámbito laboral. Las fuentes oficiales no cuentan con datos abiertos 
desagregados que den cuenta de la existencia de personas LGBT. Esta falta de 
datos invisibiliza la situación laboral de las personas LGBT, entre esos el acoso 
laboral, y obstaculiza el avance en políticas públicas o en posibles medidas de 
prevención, protección y sanción con enfoque diferencial.
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acoso, tener que revelar su orientación sexual o identidad 

de género a terceros, como al Comité de Convivencia Laboral, 
si no existen unas garantías y enfoques mínimos, resulta 
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Las personas LGBT que más consultan a Colombia Diversa tuvieron 
conflictos en el ámbito familiar, en el trabajo y con el Estado. En al menos 41% 
de los conflictos hubo un prejuicio hacia la orientación sexual o identidad de 
género y, en muchos de los casos donde no se contó con información suficiente, 
igualmente hubo una afectación a los derechos de las personas LGBT. 

A pesar de lo anterior, las rutas de acceso a la justicia formal son insuficientes 
para tramitar los conflictos que enfrentan las personas LGBT, particularmente 
cuando son víctimas. Las principales dificultades de estas rutas es que no 
adoptan un enfoque diferencial de género para analizar estos casos, lo que 
impide que los conflictos de personas LGBT sean recibidos y tramitados de 
forma correcta. Adicionalmente, quienes administran justicia no cuentan con 
una formación libre de estereotipos y prejuicios, sino que, por el contrario, desde 
la atención hasta la decisión del caso está permeada por el prejuicio hacia la 
orientación sexual e identidad de género. Esto resulta en fallos desfavorables 
y en procesos revictimizantes. 

Por otra parte, la oferta de justicia estatal no está pensada en clave de 
esta población. Si bien el Estado ha tenido avances significativos en términos 
de publicaciones como las que realiza el Ministerio de Justicia, o algunos 

5. conclusiones y recomendaciones
módulos, protocolos para entidades, su difusión, implementación e impacto 
sigue siendo limitado. Por lo anterior, es necesario que el Estado comience 
a replantear su oferta de justicia, con el fin de que responda a las distintas 
necesidades jurídicas de la población LGBT, evite la revictimización y permita 
que el Estado pueda efectivamente tramitar los conflictos de una población 
históricamente discriminada. 

Por último, una gran barrera que se enfrenta en la justicia formal es la 
dificultad probatoria, más aún cuando se quiere probar la discriminación y 
el prejuicio hacia la orientación sexual e identidad de género. Aunque esto 
es una responsabilidad en cabeza del Estado, que en ningún momento debe 
entenderse como una carga sobre la víctima, es importante empezar a pensar 
cómo superar esta barrera, que puede ser definitoria al momento de ganar o 
perder un proceso. 

 



1.	 Reconozca los prejuicios que como 
cualquier persona todo funcionario o 
funcionaria tiene y esté atento a las 
situaciones que los activan para evitar que 
se conviertan en una barrera de acceso a 
la justicia. Una de las medidas para hacer 
conciencia de ellos es pensar si su actitud 
sería la misma si se tratara de un hombre, 
heterosexual, cisgénero, de mediana edad, 
estudiado y de clase media.

4.	 Tenga presente que la percepción 
de una persona sobre la orientación 
sexual o la identidad de género de otra no 
puede usarse como prueba o argumento 
en contra de quien está siendo percibido 
como diferente, pero sí es un indicativo de 
la existencia de un móvil discriminatorio.

5.	 Garantice el derecho que tiene la 
víctima de elegir el sexo de la persona 
que reciba la información. 

6.	 Garantice la privacidad y mantener 
la confidencialidad de la información 
recibida. 

7.	 No ponga en duda el relato 
presentado por la víctima y remitir a 
las autoridades competentes para su 
atención, protección e investigación.

3.	 No limite ni desconozca el aspecto 
familiar que involucra el ejercicio de 
una orientación sexual diversa, por el 
sólo hecho de serlo. Esto constituye una 
forma de discriminación proscrita por la 
Constitución.

2.	 Identifique y trate a la persona 
acorde con su identidad de género.

 1 Las recomendaciones que aquí se incluyen han sido construidas a partir de la 
experiencia adquirida por la organización Colombia Diversa a través de la elaboración 
de los informes anuales sobre derechos humanos de la población LGBT, la Guía 
MMV en situaciones violencia contra mujeres en ZVTN de la Consejería Presidencial 
para la Equidad de la Mujer y otros, el informe de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos “Violencia contra personas LGBTI”, el  Modelo de protocolo 
latinoamericano de investigación de las muertes violentas de mujeres por razones de 
género (femicidio/feminicidio) de la Organización de Naciones Unidas, entre otros 
instrumentos desarrollados diferentes instituciones del Estado como el Ministerio 
de Justicia, entre otros.

Al estado1

Las y los funcionarios de justicia están llamados a que, 
desde el ejercicio de sus funciones, garanticen que los 
derechos de las personas LGBT, así como sus identidades, 
sean respetadas. Es por ello que, a continuación, 
presentamos algunas recomendaciones indicativas, de la 
forma como puede prestarse este servicio en relación con 
la población LGBT.



8.	 El comportamiento de la 
víctima en el momento de relatar 
el conflicto que ha vivido no tiene 
que seguir las expectativas sociales 
para otorgarle mayor o menor 
credibilidad o restarle importancia. 
Por lo tanto, esté atenta o atento 
a no realizar categorizar a las 
personas como “víctimas ideales o 
inocentes” y “víctimas culpables”. 
Este pensamiento prejuicioso lleva a 
que se justifiquen las violencias y no 
se preste la debida atención a quienes 
no se comportan como se espera lo 
haga una víctima de violencia.

9.	 Si usted es quien recibe la 
denuncia o la queja, no indague 
detalles de lo sucedido, escriba con 
las palabras de la víctima los hechos 
que esta pone en su conocimiento. 
La competencia de la investigación 
sobre los hechos y la valoración 
sobre su veracidad está a cargo de 
la persona que encargada de tomar 
la decisión en ese caso.

11.	La cultura de rechazo y 
discriminación no es justificación 
para restringir ningún derecho 
de una persona LGBT. Por el 
contrario, este contexto histórico de 
discriminación pone en evidencia la 
necesidad de protección que tienen 
las personas LGBT y el impacto 
simbólico que tienen las decisiones 
de las autoridades en el cambio de 
esta situación.

13.	Tome la decisión analizando 
los diferentes medios probatorios 
en su conjunto, y atendiendo a la 
dificultad de demostración de los 
actos discriminatorios, considere 
la aplicación el concepto de carga 
dinámica de la prueba, según el 
cual la obligación de probar está en 
quien pretende que se realice o se 
avale un trato diferenciado y no en 
quien padece éste, pues el primero 
se encuentra en una posición de 
superioridad, lo que privilegia su 
capacidad para aportar los medios 
probatorios necesarios para asumir 
su defensa judicial. 

12.	Emplee argumentos no solo 
desde la Constitución y normas 
nacionales, sino también desde la 
Convención Americana de Derechos 
Humanos. En ese sentido, las 
decisiones de la Corte IDH y la Opinión 
Consultiva No. 24 constituyen 
interpretaciones autorizadas que 
resultan fundamental para la 
construcción de argumentos de esta 
naturaleza.

10.	Trate a la víctima con respeto 
y no la juzgue. Evite comentarios o 
el uso de expresiones que puedan 
hacer que la persona se sienta 
culpable. No haga comentarios o 
tenga actitudes que promuevan los 
recuerdos de los hechos sucedidos. 
Evite las preguntas y el uso del 
¿por qué?, dado que le traslada 
responsabilidad a la víctima.



14.	Tome la decisión analizando 
los diferentes medios probatorios 
en su conjunto, y atendiendo a la 
dificultad de demostración de los 
actos discriminatorios, considere 
la aplicación el concepto de carga 
dinámica de la prueba, según el 
cual la obligación de probar está en 
quien pretende que se realice o se 
avale un trato diferenciado y no en 
quien padece éste, pues el primero 
se encuentra en una posición de 
superioridad, lo que privilegia su 
capacidad para aportar los medios 
probatorios necesarios para asumir 
su defensa judicial. 

15.	No ordenar ni solicitar prueba 
documental o pericial que acredite 
la orientación sexual o identidad de 
género de una persona; toda vez 
que esta información hace parte de 
la intimidad de una persona y no 
requiere prueba alguna más allá de 
la manifestación que desee, o no, 
hacer la persona misma.

2.	 Nunca justifique la 
irresponsabilidad de los padres o 
madres por la orientación sexual o 
identidad de género de sus hijos o 
hijas.

3.	 La violencia que se da al 
interior de las parejas del mismo 
sexo o la familia conformada 
por estas, también es violencia 
intrafamiliar. En el proceso no es su 
deber indagar por quien ejerce qué 
roles en la familia sino promover el 
respeto e imponer las medidas de 
protección que puedan conjurar la 
violencia que se esté presentado.

1.	 El transito que realice una 
persona trans, cambie o no sus 
documentos legales, no altera la 
relación de filiación que tenga o 
pueda llegar a tener con sus hijos 
e hijas, ni con su pareja. Por lo que 
con independencia del tránsito de 
género los derechos y obligaciones 
deben ser respetados y no pueden 
ser restringido teniendo como 
argumento el dicho cambio.

En conflictos 
familiares 2

 2 Colombia Diversa. Comisaría de Familia. Consejos para una atención con enfoque diferencial para personas 
LGBT. 2020. Disponible en: https://colombiadiversa.org/publicaciones/



4.	 En las parejas del mismo sexo 
conformadas por mujeres es posible 
aplicar las medidas y trámites 
previstos en la ley 1257 de 2008, ya 
que su aplicación hace referencia 
a la violencia ejercida contra una 
persona por el hecho de ser mujer. 

6.	 Las especulaciones, 
estereotipos o generalizaciones 
sobre el peligro que puede conllevar 
para un hijo o hija la orientación 
sexual o identidad de género de 
su padre o madre son inadmisibles 
como argumento para generar una 
restricción de derechos a unos y 
otros. Pero si son un indicador de la 
existencia de violencia psicológica.

5.	 Los padres y las madres 
tienen derecho a vivir su orientación 
sexual e identidad de género, con 
todo lo que ello implica. Si se trata 
de la orientación sexual, tienen 
derecho a exteriorizarla y a vivir sus 
afectos. Si se trata de la identidad de 
género tienen derecho a cambiarla 
y expresarla.

A las personas LGBT que 
enfrenten este tipo de conflictos

La garantía del acceso a la justicia debe recaer en el Estado. Sin embargo, 
emitimos las siguientes recomendaciones, con las que las personas LGBT 
podrán empezar a constituir pruebas si es víctima de alguno de los conflictos 
principales que analizamos. 

1.	 Actas y Grabaciones de Audio. Cuando sostenga reuniones, 
donde pueda estarse generando un conflicto, solicite que se 
pueda generar un acta del espacio donde queden plasmados los 
elementos de la discusión y las decisiones al igual que acuerdos 
adoptados. De igual forma, en espacios laborales o semi-privado, o 
de carácter privado, puede solicitar consentimiento a las personas 
que participan para grabar las discusiones o conversaciones que 
se tengan. Al dar el consentimiento, la persona deberá decir su 
nombre, cédula y autorización. 



2.	 Derechos de Petición. Cuando se realicen 
declaraciones o posturas institucionales, o se 
nieguen permisos o derechos en cualquier ámbito 
(educativo, laboral, con el Estado) entre otros, es 
posible solicitar a las personas que adoptan una 
decisión, en especial cuando se depende de las 
mismas, que justifiquen su decisión o la ratifiquen 
mediante un derecho de petición. Esto obliga 
muchas veces a que, en conflictos donde existe 
un prejuicio asociado a la orientación sexual o 
identidad de género, las personas que adoptan 
una determinada decisión deban justificarla, 
ya sea a partir de razones legales (que pueden 
ser debatibles) o en una justificación donde se 
vislumbre el prejuicio. En ambos escenarios se 
abre una oportunidad de controvertir y constituir 
un material probatorio. 

3.	 Contexto. Dado que es difícil probar un 
contexto de prejuicio hacia la orientación sexual 
e identidad de género, recaude la mayor cantidad 
de pruebas donde se evidencie que en dicho 
entorno hay un rechazo hacia la orientación 
sexual e identidad de género, o donde hay unas 
concepciones conservadoras sobre la mujer, el 
hombre y sus roles de género. Esto le permitirá 
dar un indicio sobre un contexto generalizado de 
prejuicio. Esto no sólo le será útil para distintos 
procesos, incluyendo aquellos relacionados con 
violencia intrafamiliar, sino también en aquellos 
casos donde se esté disputando la custodia o 
patria potestad de un hijo/a. En el caso de que 
algunas agresiones ocurran por WhatsApp 
u otras plataformas, tome pantallazos y no 
borre las conversaciones. Las conversaciones 
en WhatsApp solo pueden ser borradas para 
todas las personas dentro de un tiempo limitado 
después de enviarse el mensaje. 

4.	 Escritos autenticados en Notarías. En 
ocasiones se tiene personas que vieron un 
evento o tuvieron conocimiento de información 
importante, pero que por distintas razones 
(económicas, sociales o de seguridad) no 
participarán en un proceso. En otras ocasiones, 
hay procesos como la tutela, donde no es 
común por razones de tiempo que se practiquen 
testimonios. En estos casos existe la posibilidad 
de que las personas puedan presentar escritos, 
idealmente autenticados ante una notaría, donde 
narren los hechos, bajo gravedad de juramento, 
sobre los cuales tuvieron conocimiento y esto 
puede ser una prueba documental importante 
que se adjunte al proceso. 



5.	 Valoración de Medicina Legal. 
En los casos en donde haya agresiones 
físicas, acuda idealmente a Medicina 
Legal y de no ser posible, a un centro 
de salud, para que estas lesiones 
sean registradas y evaluadas. En el 
caso en que esto le resulte difícil, 
tenga un registro audiovisual de sus 
lesiones y, si cuenta con una persona 
de confianza, envíele ese material 
o cuéntele la agresión de la que fue 
víctima. Esto le permitirá tener un 
registro de los hechos.

conflictos familiares
6.	 Grabaciones de Audio. En los 

casos en donde usted haya enfrentado 
conflictos familiares, usted podrá grabar 
las conversaciones que tenga con quien 
presentó el conflicto, así como los correos 
electrónicos o mensajes que le sean 
enviados. No necesitará en principio pedir 
consentimiento si es víctima. No edite el 
archivo, y conserve el medio por el que 
se realizó la grabación. Esto le será útil 
en procesos donde haya habido violencia 
intrafamiliar, o también donde se esté 
disputando la custodia o patria potestad con 
su ex cónyuge o compañero permanente, 
o su familia.

7.	 Valoración Médica y Psicológica. Cuando 
la violencia ejercida sea verbal y/o psicológica, 
procure sacar una cita con un psicólogo de su EPS o 
particular de confianza, a quien le pueda contar lo 
ocurrido y de quien pueda obtener un diagnóstico 
de la situación. Si esta violencia es ejercida con 
cierta regularidad, procure sacar estas citas en 
varias oportunidades para darle un seguimiento 
a la situación. Esto no sólo le permitirá probar la 
violencia, sino también los impactos psicosociales 
que deja esta violencia en distintos aspectos de 
su vida. Si para usted resulta muy desgastante 
emocionalmente acudir a un psicólogo, trate de 
contarle la situación que vive a una persona de 
confianza, y procure que esto quede registrado 
por algún medio.



conflictos familiares
8.	 Registro de Hechos. En los casos 

donde usted sea víctima de conflictos 
laborales, procure crear un registro escrito 
de todo lo que ocurre. Es decir, procure que 
las interacciones entre usted y quien presenta 
el conflicto sean solamente por correo o 
por algún medio en donde quede prueba de 
ello. Si tiene temor que su empresa o espacio 
de trabajo pueda cerrar el correo donde se 
encuentran sus pruebas, procure copiarse o 
enviarse a ud mismo los correos relevantes 
donde se evidencie el acoso. En el caso 
de que el acoso ocurra en conversaciones 
de WhatsApp u otras plataformas, tome 
pantallazos y no borre las conversaciones. Las 
conversaciones en WhatsApp solo pueden 
ser borradas para todas las personas dentro 
de un tiempo limitado después de enviarse el 
mensaje. 

9.	 Valoración de Salud Laboral. Si 
este conflicto laboral le está generando 
afectaciones a su salud mental y emocional, 
procure solicitar una valoración por parte 
profesionales de la salud o psicología 
vinculados a su ARL y de no ser posible 
profesionales de salud vinculados a la EPS. 
Esto no solo proveerá atención a su salud, 
sino también le permitirá documentar los 
daños y perjuicios de carácter psicológicos 
y morales, y a su vez eventualmente podrá 
permitir que en caso de requerir pruebas en 
un proceso judicial esa persona pueda ser un 
perito o testigo experto. 

10.	Incidentes y testimonios. Si ha habido 
comentarios prejuiciosos hacia la orientación 
sexual e identidad de género, procure grabar 
estas situaciones o dejar por escrito lo ocurrido, 
así los comentarios no hayan sido dirigidos a 
usted. Esto le permitirá crear un indicio del 
contexto prejuicioso en el que se encuentra. 
Ahora bien, cuando estos comentarios sean 
dirigidos a usted, a pesar de que usted considere 
que pudieron haber sido chistes, procure registrar 
todo y adicionalmente comentarlo ante colegas 
de confianza y/o terceras personas que en un 
futuro puedan dar fé de que esto ocurría. Busque 
que las personas a las cuales les comenta esta 
situación no sean solo amigos y/o personas de 
su familia. De igual forma, traiga a colación 
esto ante profesionales de salud cuando sea 
pertinente.



conflictos con el estado
11.	Quejas Disciplinarias y Funcionarios. En los casos en los 

que usted presente conflictos con el Estado, particularmente con 
Notarías, procure solicitar el nombre de la persona que le va a 
atender, el número de la Notaría, fecha y hora de la atención y 
el motivo que le dieron para negar el documento o trámite. Esto 
le permitirá presentar una queja ante la Superintendencia de 
Notariado y Registro.

12.	Registros Audiovisuales. Cuando sea víctima de agresión 
por parte de agentes del Estado o funcionarios, trate de identificar 
si hay cámaras de seguridad públicas o privadas de negocios 
o locales. De ser posible directamente o a través de la Fiscalía 
General de la Nación, solicite estos videos de seguridad como 
pruebas para verificar posibles conductas.






